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Quien desee comprender la experiencia jurí-
dica en sus diversos aspectos, debe tener en 
cuenta que ella es parte de la experiencia 
humana cuyos elementos constitutivos son 
ideales de justicia por lograr, instituciones 
normativas por realizar, acciones y reaccio-
nes de los hombres [y mujeres] frente a esos 
ideales y a estas instituciones.  
-Norberto Bobbio1 

INTR O D U CC IÓN   

L 4 DE FEBRERO DE 2009 EL GOBERNADOR DE PUERTO RICO, LUIS G. FORTU-

ño Burset, nombró al Tribunal Supremo dos jueces y una jueza.  Los 
nombramientos buscaban ocupar las vacantes dejadas por los jueces 

asociados Francisco Rebollo López, Baltasar Corrada del Río y Jaime Fuster Ber-
lingieri.2  Conocidas son las luchas partidarias que acompañaron el proceso de 
nominación desde que se liberó la primera silla.  Por un lado, el Partido Nuevo 
Progresista (PNP) aseguraba que la Legislatura no confirmaría algún nombra-
miento que no fuese acorde con el PNP y, por el otro, el Partido Popular Demo-
crático (PPD), ante la inminencia del rechazo de los nominados, permanecía en 
la inacción sin buscar nombre para alguna de las vacantes desde 2005.3 

Si bien nuestra judicatura debería permanecer indemne a los vaivenes políti-
copartidistas, los cortos ejemplos mencionados demuestran que no necesaria-
mente es así.  Esto se visibiliza aún más cuando el juez asociado Martínez Torres, 
de quien su metodología de adjudicación hoy nos ocupa, señala que “[e]l cambio 
de filosofía jurídica por el cual atraviesa este Tribunal . . . [s]e trata del flujo 
normal de la marea judicial en una democracia, producto indirecto del mandato 
del pueblo expresado donde corresponde, en las urnas”.4  De igual manera, el 
Juez señala “que en Puerto Rico habíamos superado el mito de creer que el único 
criterio de selección era el mérito de los nominados”.5 

  

 1 NORBERTO BOBBIO, TEORÍA GENERAL DEL DERECHO 26 (1999). 

 2 La vacante de Corrada del Río se liberó en el 2005 tras su retiro.  En el año 2007 se produjo la 
segunda vacante tras la muerte del juez Fuster Berlingieri y, posteriormente, en el 2008, se produce 
una nueva vacante tras el retiro del juez Rebollo López, para un total de tres sillas disponibles en 
nuestro más alto foro. 

 3 Esto se fundamentará con una breve investigación en los archivos periodísticos. Cf. Rafael 
Martínez Torres, Juez Asociado, Los mitos respecto al Tribunal Supremo 6 (manuscrito no publica-
do) (disponible en los archivos de los autores). 

 4 Véase Yiyi Motors v. ELA, 2009 TSPR 159, en la pág. 4, 177 DPR ___ (2009) (Martínez Torres, 
opinión concurrente).  

 5 Martínez Torres, supra nota 3, en la pág. 1  

E 
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De esta manera, no podemos pasar inadvertidamente que las decisiones de 
los jueces y las juezas están permeadas por cierta ideología.6  La ideología puede 
consistir en pensar que el Derecho es sólo la norma estatuida y su jurisprudencia 
interpretativa;7 el Derecho también puede pensarse como aquello que los tribu-
nales hacen al emitir decisiones;8 y están quienes sugieren que el Derecho, ade-
más de estar compuesto de la norma, también incluye factores históricos, socio-
lógicos y políticos.9  Ahora bien, las ideologías no pueden imponerse arbitraria-
mente sino que las decisiones tienen que ofrecer razones que fundamenten X o Y 
resultado, independientemente de que podamos o no estar de acuerdo con di-
chos fundamentos.10 

En este sentido, cuando se habla de metodología de adjudicación de los jue-
ces y juezas del Tribunal Supremo, estamos hablando del proceso mediante el 
cual se arriba a determinadas conclusiones que posteriormente se convertirán en 
norma jurídica.  De esta manera, podría decirse, por ejemplo, que algunos jueces 
y juezas pueden hacer una aplicación mecánica de la ley y la jurisprudencia o, 
por otro lado, poder predecir la actuación de un juez o una jueza teniendo en 
cuenta qué hacen los tribunales, las circunstancias del caso, los factores econó-
micos, sociales y políticos.  Como se puede observar, la primera metodología 
apunta más a una ciencia pura del Derecho, mientras que la segunda concibe al 
Derecho como similar a otras ciencias sociales susceptible de verificación empí-
rica.11  

Un trabajo como éste, que analiza la metodología de adjudicación de dos 
jueces de nuestro más alto foro podría hacerse desde múltiples perspectivas y 
abordajes.  Es decir, podríamos trabajar el tema desde la teoría sociológica o la 
teoría política, también podría abordarse desde la sociología del Derecho, entre 
muchas otras.  En este caso hemos decidido acercarnos a la complejidad del te-
ma desde la teoría del Derecho y la teoría de la adjudicación y, aún cuando por la 
cercanía del Derecho a la estructura social, estas perspectivas parecen estar im-
bricadas, poder develar la teoría o teorías que subyacen a las decisiones de nues-
tros jueces y juezas nos arrojará luz sobre los valores y principios que éstas bus-
can tutelar.12  

De acuerdo con lo anterior, podemos advertir que el juez o jueza se acerca 
desde una ideología particular a la aplicación del Derecho.  Esta aplicación revela 
qué premisas son las que operan detrás de una decisión que muchas veces parece 

  

 6 LLOYD’S INTRODUCTION TO JURISPRUDENCE 717-20 (M.D.A. Freeman ed., 5ta. ed. 1985). 

 7 Concepciones normativistas del Derecho. 

 8 Concepciones realistas del Derecho. 

 9 Teorías sociológicas del Derecho y estudios críticos del Derecho, entre otros. 

 10 Véase  LLOYD’S, supra nota 6, en la pág. 7. 

 11 Véase JAN M. BROEKMAN, DERECHO, FILOSOFÍA DEL DERECHO Y TEORÍA DEL DERECHO 76 (Hans 
Lindhal & Pilar Burgos Checa, trads. 1997) (1993). 

 12 Véase LLOYD’S, supra nota 6, en la pág. 2. 
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estar fundamentada lógicamente y que en otras ocasiones, sin embargo, parecen 
haber sido una construcción o legislación judicial.  Esto a su vez, nos otorga pis-
tas sobre la concepción que los jueces y las juezas tienen de su rol y del rol del 
Tribunal, así como también sobre la validez de sus decisiones y del Derecho. 

Es por eso que hoy, quizá más que en cualquier otro momento, se vuelve re-
levante analizar qué teoría o teorías del Derecho permean las decisiones de nues-
tro Tribunal; qué metodologías jurídicas posibilitan la aplicación del Derecho a 
los hechos; qué consideraciones, si alguna, subyacen cuando se dice qué es Dere-
cho;13 entre muchos otros aspectos que traspasan decisiones que tienen preten-
siones de objetividad y neutralidad. 

Lo esbozado anteriormente se refleja en una opinión reciente el juez Rafael 
Martínez Torres donde anunció un cambio de filosofía jurídica en nuestro más 
alto foro.14  La primera impresión podría invitarnos a pensar, como ha señalado 
un rotativo de circulación general, que esto anunciaría un giro político-partidista 
en el Tribunal Supremo.15 Sin embargo, la comunidad jurídica es consciente de 
que la independencia judicial es uno de los valores más preciados de nuestro 
orden democrático-constitucional.16  Así se vuelve imperioso precisar de qué 
hablamos cuando hablamos de cambio de filosofía jurídica; qué implica para la 
ciudadanía dicho cambio; qué bienes se buscan tutelar con éste, si alguno; qué 
sujetos de Derecho son privilegiados, de existir una diferencia; éstas son pregun-
tas que se pretenden contestar en este escrito y buscan ser una guía de lectura de 
los magistrados objeto de éste.  Como señalara Norberto Bobbio, no podemos 
olvidar que “la teoría del Derecho o del ordenamiento jurídico elabora los con-
ceptos generalísimos que son comunes a todos los ordenamientos jurídicos y 
necesarios para la compresión del fenómeno jurídico, sea cual sea el ambiente en 
que se manifieste”.17 

Este trabajo revisará la metodología de adjudicación del ex juez Baltasar Co-
rrada del Río y del recién confirmado juez asociado Rafael Martínez Torres.  Se 
intentará proveer al lector o lectora un acercamiento teórico-filosófico a las deci-
siones de ambos magistrados.  Para ello se esbozará un marco teórico que permi-
ta dar cuenta de las miradas de cada juez o jueza diferentes controversias jurídi-
cas como así también su metodología de análisis en la aplicación del Derecho.  El 
marco teórico fungirá como referente para luego poder descifrar la aplicación de 
esa teoría a las decisiones particulares y concluir con unos apuntes sobre el pa-
trón en la construcción de la decisión jurídica, si alguno. 

  

 13 Véase Pierre Bourdieu, The Force of Law: Toward a Sociology of Juridical Field, 38 HASTINGS L. J. 
805, 853 (Richard Terdiman trad., 1987). 

 14 Yiyi Motors, 2009 TSPR 159, en la pág. 95. 

 15 EDITORIAL, PASMOSO GIRO DEL TRIBUNAL SUPREMO, EL NUEVO DÍA, 2 de noviembre de 2009,  
disponible en http://www.elnuevodia.com/columna/633099/.  

 16 Véase Martínez Román v. ELA, 2009 TSPR 176, 177 DPR ___ (2009). 

 17 NORBERTO BOBBIO, CONTRIBUCIÓN A LA TEORÍA DEL DERECHO 100 (1980). 
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I .  NO TA S B IOG R ÁFI C AS  

A. Juez asociado Baltasar Corrada del Río 

El juez asociado Baltasar Corrada del Río se graduó con un bachillerato en 
Ciencias Sociales de la Universidad de Puerto Rico en 1956 y recibió su grado de 
Juris Doctor de la Escuela de Derecho de la misma universidad en el año 1959.  
Sus primeros años como profesional los dedicó a la práctica privada.  Entre sus 
nombramientos cabe destacar que fue miembro de la Comisión de Derechos 
Civiles desde 1969 y presidió la misma hasta el 1972.  Además, fundó el Instituto 
Telerradial de Ética de Puerto Rico (INTRE) en el 1974.  Comenzó en el servicio 
público cuando fue electo al puesto de comisionado residente de Puerto Rico en 
Washington en el año 1976 y en 1980 fue reelecto a esa posición en la cual sirvió 
hasta el 1984.  Luego, fue electo alcalde de San Juan, donde laboró hasta el 1988.  
Ese año fue candidato a la gobernación por el Partido Nuevo Progresista (PNP).  

Sin embargo, su trayectoria hasta ser incluido en la papeleta resultó ser un 
tema controversial dentro del PNP. Todo comenzó con una promesa que le hizo 
el entonces gobernador Carlos Romero Barceló al acercarse las elecciones del 
1984.  Éste le expresó a Corrada del Río que se postulara para alcalde de la ciudad 
capital mas no para Comisionado Residente en Washington, a cambio le prome-
tía no ostentar la candidatura a la gobernación en el 1988.  Sin embargo, luego de 
perder las elecciones del 1984 frente a Rafael Hernández Colón, Romero Barceló 
indicó que volvería a buscar la candidatura para la gobernación.  Esto creó una 
división dentro del PNP que duró hasta el mismo año de las elecciones.  Final-
mente fue Baltasar Corrada del Río quien obtuvo el apoyo del PNP y en la pape-
leta de las elecciones del 1988 estuvo acompañado de Pedro Rosselló González, 
quien posteriormente lo nombraría como juez asociado del Tribunal Supremo de 
Puerto Rico.18 

Luego de ganar las elecciones del 1992, en enero del siguiente año. el gober-
nador Pedro Rosselló González designó a Corrada del Río como Secretario de 
Estado.  Dos años más tarde, el Gobernador lo nombró juez asociado del Tribu-
nal Supremo de Puerto Rico y fue confirmado en el año 1995.  El nuevo Juez lle-
naría la vacante del juez asociado Rafael Alonso Alonso quien renunció ese mis-
mo año en medio de la implantación de la reforma jurídica del gobernador Pedro 
Rosselló, la cual permitía el retiro de los jueces a los sesenta años con una pen-
sión equivalente al cien por ciento de su sueldo.19  

Baltasar Corrada del Río fungió como juez asociado de nuestro más alto foro 
judicial hasta el 10 de abril de 2005, cuando se jubiló al cumplir los setenta años 

  

 18 1 ANTONIO QUIÑONES CALDERÓN, HISTORIA POLÍTICA DE PUERTO RICO 535-38 (2002). 

 19 Ley de Retiro de la Judicatura, Ley Núm. 34 de 28 de julio de 1993, que enmienda los Artículos 
4 y 4a de la Ley Núm. 12 de 19 de octubre de 1954, citada en LUIS R. RIVERA RIVERA, LA JUSTICIA EN SUS 

MANOS: LA HISTORIA DEL TRIBUNAL SUPREMO DE PUERTO RICO 250 (2007). 
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de edad.20  En ocasión de la ceremonia de su retiro dejó bien claro que no se reti-
raba por gusto, sino por cumplir con su juramento de defender la Constitución.  
Además, añadió que se debería considerar enmendar la constitución del ELA 
para “eliminar ese vestigio de discrimen contra las personas de mayor edad”.21  
Una alternativa, según él, sería permitir que un juez mantenga su puesto, aún 
con setenta años, hasta que el juez asociado que lo sustituya ocupe su puesto.  
Hoy día, el ex juez asociado Baltasar Corrada del Río se dedica a la práctica pri-
vada como parte del Grupo de Litigio del Bufete McConnel Valdés, LLC.22   

B. Juez asociado Rafael Martínez Torres 

El juez asociado Rafael Martínez Torres obtuvo su Bachillerato en Ciencias 
Sociales con concentración en Ciencia Política de la Universidad de Puerto Rico 
en el año 1980. En el año 1983 obtuvo su grado de Juris Doctor de la Escuela de 
Derecho de dicha universidad.   Se inició en la profesión como asesor legal en el 
Secretariado de la Conferencia Judicial del Tribunal Supremo de Puerto Rico 
donde laboró hasta el 1986.  Posteriormente se dedicó a la práctica privada en el 
campo de la práctica de la litigación civil y apelativa en la firma Rivera Cestero & 
Marchand Quintero, en el bufete Fiddler González & Rodríguez y finalmente en 
una oficina independiente.23 

En el año 1993 ingresó al servicio público como Director Ejecutivo de la Co-
misión de Gobierno de la Cámara de Representantes. A sus 36 años de edad, fue 
nombrado juez del Tribunal de Apelaciones en febrero del año 1995, convirtién-
dose así en el más joven en ser nombrado a dicho foro donde laboró por catorce 
años.24 

El 2 de enero de 2009 Luis G. Fortuño Burset juramentó como Gobernador 
de Puerto Rico. Uno de los primeros asuntos en su agenda era ocupar las tres 
vacantes de jueces asociados en Tribunal Supremo que habían surgido según 
mencionamos en nuestra introducción. El 4 de febrero de 2009, el Gobernador 
nombró a Rafael Martínez Torres juez asociado del Tribunal Supremo de Puerto 

  

 20 Nuestro estudio está enfocado en el período de tiempo entre julio de 2004 y diciembre de 
2009. El ex juez Baltasar Corrada del Río emitió un número limitado de opiniones en el mismo, sin 
embargo no debe ser impedimento para que el lector aplique nuestro análisis metodológico a deci-
siones emitidas por el Juez en años anteriores. 

 21 RIVERA RIVERA, supra nota 19, en la pág. 270.  

 22 BALTASAR CORRADA DEL RÍO, BIOGRAFÍA, http://www.mcvpr.com/Bio/BaltasarDelRio.asp (últi-
ma visita 13 de octubre de 2010). 

 23 RAFAEL MARTÍNEZ TORRES, BIOGRAFÍA, 
http://www.ramajudicial.pr/sistema/supremo/biomartinez.htm (última visita 19 de septiembre de 
2010). 

 24 Id. 
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Rico, junto a Mildred Pabón Charneco y Erick Kolthoff Caraballo.25 Los tres fue-
ron confirmados por el Senado de Puerto Rico el 17 de febrero de 2009; Kolthoff 
Caraballo por unanimidad, mientras que al nombramiento de Pabón Charneco y 
Martínez Torres se opuso la delegación senatorial del Partido Popular Democrá-
tico.26  

El nombramiento y la confirmación del juez Martínez Torres surge en un 
momento histórico en Puerto Rico. El gobierno enfrentaba una crisis económica 
no vista en el pasado y ha implementado ciertas medidas que han sido contro-
versiales y comentadas en toda la Isla.  Es evidente que algunas de estas contro-
versias serán eventualmente resueltas en el Tribunal Supremo de Puerto Rico, lo 
que aumenta exponencialmente la importancia de la confirmación de la nueva 
jueza y jueces asociados. 

I I .  MAR CO  TE ÓR I C O  

A. En general 

El propósito de este marco es ubicar teóricamente las posturas asumidas tan-
to por el ex juez asociado Baltasar Corrada del Río como por el juez Rafael Mar-
tínez Torres.27 Contextualizarlos teóricamente permite develar la racional que 
subyace a toda decisión judicial y por ende contribuye en el entendimiento de la 
metodología de adjudicación.  Se busca también situar el positivismo jurídico y 
el formalismo metodológico como maneras de conceptualizar y aplicar el Dere-
cho dentro de un universo de teorías del Derecho y metodologías de adjudica-
ción, sin obviar que son las maneras que han sido capitalizadas por el Estado 
liberal y que han viabilizado, en cierto sentido, la construcción de la metanarra-
tiva jurídica.28  No es extraño que al estar tan arraigadas en la cultura jurídica 
contemporánea, el actual juez presidente del Tribunal Supremo de los Estados 
Unidos, John G. Roberts, afirmara en sus vistas de confirmación que el rol de los 
  

 25 LYMARIS SUÁREZ TORRES & DANIEL RIVERA VARGAS, FE, EXPERIENCIA Y CONTROVERSIA, 5  de febre-
ro de 2009, disponible en 
https://www.adendi.com/archivo.asp?num=8171&year=2009&month=2&keyword=experiencia. 

 26 PRENSA ASOCIADA, SENADO CONFIRMA JUECES TRIBUNAL SUPREMO, 17 de febrero de 2009, disponi-
ble en  http://noticiasonline.com/D.asp?id=19103. 

 27 Conviene aclarar que en el caso del juez asociado Rafael Martínez Torres se analizará su meto-
dología de adjudicación en el Tribunal de Apelaciones y en el Tribunal Supremo de Puerto Rico.  
Según el mismo juez señalara en entrevista que le hiciéramos, la diferencia principal entre uno y otro 
foro revisor es que en el último, el juez tiene discreción para pactar Derecho. Esto es importante 
porque, ante la posibilidad de revocación por parte del Tribunal Supremo, las decisiones de Martínez 
Torres a nivel apelativo son estrictamente formalistas. Dicha situación no sucede en el Supremo. 

 28 Metanarrativa se utiliza para nombrar aquella explicación total y universal. E.g., la Historia. 
Véase JEAN-FRANÇOIS LYOTARD, LA POSMODERNIDAD (EXPLICADA A LOS NIÑOS) 35-47 (Enrique Lynch 
trad., 2005) (1986) (explicación sobre los grandes relatos y las metanarrativas). Véase además MANUEL 

CALVO GARCÍA, TEORÍA DEL DERECHO, 33-35 (2002) (explicación de la capitalización del positivismo 
jurídico por el Estado liberal). 
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jueces y las juezas es cantar bolas y strikes y fuera ésta la pregunta con la cual 
enfrentarían a la jueza Sonia Sotomayor en las suyas.29  En relación al juez como 
árbitro, Martínez Torres sostiene que esto es una incorrección producto de un 
mito que aún escuchamos dentro de la comunidad jurídica, si los jueces fueran 
meros árbitros nos bastaría con computadoras.30 

Así, el Derecho, tal como lo conocemos y experimentamos hoy día, es un fe-
nómeno moderno cuyo fin principal ha sido legitimar y respaldar al Estado na-
ción como nuevo tipo de organización política.31  De esta manera, las explicacio-
nes totales y universales que en el medioevo provenían de Dios y el discurso teo-
lógico fueron remplazadas por explicaciones basadas en la razón que buscaban 
proveer certeza y seguridad.  No es raro entonces que el Derecho no haya esca-
pado a estas pretensiones levantándose como lo certero, universal y totalizador.32  
Se aparta, de esta manera, de la idea medieval del Derecho como una costumbre 
y la legislación como su objetivación y pasa a ser la ley del Estado, válida inde-
pendientemente de las apreciaciones subjetivas.33 

De esta manera, por un lado se aduce que el Derecho es completamente au-
tónomo de los procesos políticos y sociales por lo cual los jueces y las juezas de-
ben limitarse a la aplicación de la ley;34 por otro lado se sostiene que el Derecho 
es político y no hace otra cosa que perpetuar relaciones de dominación determi-
nadas por relaciones desiguales de poder.35  Entre medio de ambas posturas se 
han acuñado muchas otras que nos proponen mirar el Derecho de variadas pers-
pectivas teóricas.36  Es por eso que Pierre Bourdieu señala, en su teoría sobre el 
campo jurídico, que las luchas por decir qué es Derecho han permanecido y 
permanecerán.  Siguiendo a Bourdieu, siempre prevalecerá aquella teoría o ma-
nera de decir que entre al campo como mayor capital jurídico;37 hoy en día no es 
difícil pensar que el positivismo jurídico, en sus diferentes variantes, así como el 
formalismo metodológico han sido las que han prevalecido en la carrera por 
decir qué es Derecho.   

  

 29 THINK PROGRESS, DAY 1 OF SOTOMAYOR HEARINGS: ‘BALLS AND STRIKES’, disponible en 
http://thinkprogress.org/2009/07/13/sotomayor-balls-and-strikes/. 

 30 Véase Martínez Torres, supra nota 3, en la pág. 8. 

 31 Véase  LLOYD’S, supra nota 6, en la pág. 246. 

 32 Véase Pierre Bourdieu, supra nota 13. Véase además CARLOS IGNACIO MASSINI, SOBRE EL 

REALISMO JURÍDICO, 54-72 (1978). 

 33 LLOYD’S, supra nota 6, en las págs. 246-47. 

 34 Teorías positivistas del Derecho, siendo sus  máximos exponentes H.L.A. Hart y Hans Kelsen. 

 35 Teorías críticas del Derecho y teorías marxistas del Derecho. 

 36 Para teorías feministas del Derecho, véase ISABEL JARAMILLO, LA CRÍTICA FEMINISTA AL DERECHO, 
ESTUDIO PRELIMINAR EN GÉNERO Y TEORÍA DEL DERECHO (2004); para teorías posmodernas del Derecho, 
véase LLOYD’S INTRODUCTION TO JURISPRUDENCE 1253-54 (Lord Lloyd of Hampsteas & M. D.  A. Free-
man eds., 2001) (1959). 

 37 Bourdieu, supra nota 13, en las págs. 805, 831. 
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En este sentido, entendemos pertinente contrastar, aunque de forma some-
ra, la conceptualización normativa positivista del Derecho y el formalismo me-
todológico con otras teorías del Derecho y metodologías de adjudicación. El lec-
tor o la lectora podrán observar que aún cuando pareciera que lo que prima es el 
Derecho positivo y la aplicación mecánica, consideraciones instrumentalistas 
subyacen en muchas opiniones, en lo que llamaremos el juez dworkiano, espe-
cialmente en el caso de Martínez Torres.38  Es importante también entender que 
aunque el Derecho se concibe como monolítico, dentro de éste coexisten múlti-
ples y variadas aproximaciones. 

Las concepciones normativas del Derecho que encuentra su criterio de vali-
dez en la aplicación de la letra de la ley buscan proveer objetividad, mantener el 
orden social, valorar la certeza jurídica, la igualdad formal y promover los princi-
pios democráticos-republicanos de gobierno.39 Sobre el normativismo Massini 
explica que “es aquella concepción que identifica a la norma jurídica, en especial 
a la ley, con el Derecho”.40  Más adelante veremos cómo los jueces que nos ocu-
pan se hacen eco de esta definición.  No en vano, el juez Martínez Torres afirma 
que “venimos obligados a aplicar la ley aunque discrepemos personalmente de su 
sabiduría”.41 

El positivismo jurídico se presenta como alternativa para aquéllos y aquéllas 
cuya concepción del Derecho es una normativista que busca cernirse a lo puesto 
en la letra de la ley exclusivamente.42  Esto ayuda a la construcción de un imagi-
nario jurídico que se fundamenta en una aplicación igualitaria del Derecho, es 
decir, la ley se aplica a todos y todas por igual y es independiente de la coyuntura 
política y social.43  De esta manera, nos encontramos con jueces y juezas que 
dicen atenerse a aplicación de  la letra de la ley; el resultado es un proceso mecá-
nico que encuentra en el silogismo su herramienta fundamental.  La ley se funde 
con los hechos obteniendo un resultado igualmente mecánico.44   

  

 38 E.g., en Pueblo v. Díaz de León, 2009 TSPR 142, en la pág. 12, 176 DPR ___ (2009), el juez Mar-
tínez Torres sostiene que “el proceso para decidir es dinámico, existe el mecanismo para descartar un 
precedente en orden de asegurar el funcionamiento adecuado del Derecho”. Id. 

 39 Véase JAN M. BROEKMAN, DERECHO, FILOSOFÍA DEL DERECHO Y TEROÍA DEL DERECHO, 33-34 
(1997). Véase además NORBERTO BOBBIO, TEORÍA GENERAL DEL DERECHO 141-52 (1999);  CARLOS IGNACIO 

MASSINI, SOBRE EL REALISMO JURÍDICO, 20-21 (1978); Junta de Planificación de Puerto Rico v. Cordero 
Badillo, 2009 TSPR 160, en las págs. 27-28, 177 DPR ___ (2009) (el Juez Martínez Torres destaca todos 
estos valores). Cf. MANUEL CALVO GARCÍA, TEORÍA DEL DERECHO 36 (2000) (1992).  

 40 MASSINI, supra nota 39, en la pág.  22. 

 41 Junta de Planificación, 2009 TSPR 160, en la pág. 10. 

 42 Véase EFRÉN RIVERA RAMOS, AMERICAN COLONIALISM IN PUERTO RICO: THE JUDICIAL AND SOCIAL 

LEGACY 102-07 (2007). 

 43 Véase H.L.A. Hart, Positivism and the Separation of Law and Morals, en LLOYD’S, supra nota 6, 
en las págs. 446-40.  

 44 Véase RIVERA RAMOS, supra nota 42, en las págs. 102-03 (aplicación formalista del Derecho del 
juez Harlan en los casos insulares). 
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Esta manera mecanicista descansa sobre  supuestos como la certeza y la es-
tabilidad. Estos valores son abrazados por jueces y juezas frente a la incertidum-
bre que podría, según esta perspectiva, generar una aplicación distintiva del De-
recho.  La doctrina del stare decisis junto al Derecho positivo parecen ser fun-
damentales para ambos jueces a la hora de adjudicar.45  Aun cuando esos valores 
e intereses que el Derecho tutela se vuelven muchas veces opresivos de aquellos 
y aquellas que en los diferentes campos se encuentra en desventajas de poder.  
Muchas veces los supuestos de neutralidad y objetividad se diluyen en el ejerci-
cio real del Derecho.46 Pero aun así hay una racional que mueve a los jueces y las 
juezas a decidir.   

Hemos visto, y el lector o la lectora podrán observarlo posteriormente, que 
tanto el ex Juez Corrada del Río como el juez asociado Martínez Torres se sitúan 
en una aproximación positivista del Derecho y encuentran en el formalismo su 
principal método de adjudicación, la mayoría de las veces.47 Aún así, parecieran 
alejarse de éste en aquellos casos donde los valores y principios parecen estar en 
juego. Nos parece fundamental, en este punto, exponer los lineamientos princi-
pales de ambos como así también algunos de otras teorías y metodologías de 
adjudicación. 

B. ¿Qué es el Derecho? 

Como señaláramos anteriormente, el positivismo es sólo una manera de 
conceptualizar el Derecho.  En este sentido, el juez o la jueza que entienda que el 
Derecho sólo es norma se categorizará como un juez o jueza positivista.  Es im-
portante destacar que la aplicación de las teorías no siempre es una completa-
mente pura, existen variantes y grados.48  Los principales exponentes serán tra-
tados aquí para que el lector o la lectora pueda identificar cómo opera esta con-
ceptualización en el proceso decisional de los jueces Rafael Martínez Torres y 
Baltasar Corrada del Río. 

  

 45 Véase Díaz de León, 2009 TSPR 142, en las págs. 11-12 (sobre la doctrina del stare decisis y la 
certidumbre legal). 

 46 Tradicionalmente, los liberales han abogado por la igualdad formal. Ésta promovía la igualdad 
de todos y todas ante las leyes aunque ese trato igual en algunos momentos pudiera resultar en un 
trato discriminatorio para ciertos grupos.  Ese tipo de igualdad pretendía defender la neutralidad y 
objetividad del Derecho.  Frente a esto se conceptualizó la igualdad real como alternativa. Ésta bási-
camente propone que la mirada se pose sobre la situación real de las personas, para determinar qué 
medidas se requieren para eliminar o reducir los desniveles reales en sus condiciones de vida. Para 
una discusión extensa de este tema, véase Efrén Rivera Ramos, La igualdad: una visión plural, 69 REV. 
JUR. UPR 1 (2000).  

 47 Como indicáramos anteriormente, ninguna aproximación es completamente pura e inamovi-
ble. Sobre la concepción del Derecho del juez asociado Martínez Torres, el juez presidente pone en 
duda la fidelidad de Martínez a la norma. Véase Yiyi Motors, 2009 TSPR 159 (Hernández Denton, 
opinión disidente). 

 48 EFRÉN RIVERA RAMOS, THE LEGAL CONSTRUCTION OF IDENTITY 102 (2001). 
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No podemos hablar de positivismo jurídico sin hablar de Hans Kelsen y 
H.L.A. Hart, siendo éstos los máximos exponentes modernos de esta corriente 
teórica.  Aun así, ningún pensamiento parece producirse en el vacío, más bien 
siempre hay algún asidero o barradilla que nos permite apoyarnos en el transcur-
so del proceso de su elaboración.  De esta manera, los modelos propuestos por 
Kelsen y Hart no pueden entenderse sin hacer referencia, aunque sea escueta-
mente, a Jeremy Bentham, John Austin y al positivismo inglés.49 

Así, Bentham reconoce que el complejo desarrollo de los Estados modernos 
requiere la división de la soberanía y concibe un soberano sujeto a las leyes.  Esta 
doble dimensión de sujetador-sujeto podría ser vista como un antecedente de la 
doctrina de revisión judicial, tal como hoy la conocemos.50  El lector o la lectora 
podrán preguntarse por qué empezar a analizar la concepción del Derecho en 
Bentham a partir del señalamiento del soberano-sujeto.  La importancia radica 
en que Bentham  reconoce el Derecho como un conjunto de normas cuyo fun-
damento último es la voluntad del poder soberano, no importa la forma que 
tome el Estado.51  De esta manera, al entender la ley como un enunciado declara-
tivo de la voluntad del Estado y estando todos y todas insertos e insertas en ese 
orden de obediencia habitual, la ley del Estado aparece aquí como un denomina-
dor común que pretende acabar con la arbitrariedad de la ley natural.52  De esta 
manera, podemos decir que para Bentham el Derecho es un conjunto de normas 
cuya validez descansa en ser el producto de la voluntad soberana. 

Siguiendo a Bentham, John Austin también concibió el Derecho positivo 
como el conjunto de normas que provienen del Estado.  Es decir, Austin propuso 
distinguir entre la ley de Dios (Derecho Natural), el Derecho positivo (esencial-
mente político) y la moralidad positiva (conjunto de códigos de convivencia so-
cial).  Esta tripartición le permitirá primero, separar la ley de la moralidad y los 
modos habituales de comportamiento y, segundo, introducirá la coacción como 
el elemento constitutivo del Derecho positivo.  Así, la ley del Estado es Derecho 
no sólo porque proviene del soberano y entre el soberano y el pueblo existe una 
relación de dominador-dominado sino también porque el Estado tiene y mantie-
ne para sí el poder de castigar, o lo que Max Weber53 contemporáneamente con-
ceptualizaría como el monopolio de la violencia física legítima.54 En este caso, el 
Derecho no es otra cosa que un conjunto de normas con amenazas de sanción.  

  

 49 Véase LLOYD’S, supra nota 6, en las págs. 246-70 (para una extensa discusión del positivismo 
clásico). 

 50 LLOYD’S, supra nota 6, en la pág. 251. 

 51 Jeremy Bentham, Of Laws in General, en LLOYD’S, supra nota 6, en las págs. 278-79. 

 52 Jeremy Bentham, A fragment on Government, en LLOYD’S, supra nota 6, en la pág. 272. 

 53 MAX WEBER, EL POLÍTICO Y EL CIENTÍFICO 92 (Alianza Editorial 2002) (1967).  

 54 John Austin, The Province of Jurisprudence Determined, en LLOYD’S, supra nota 6, en las págs. 
295-307. 
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Este argumento será central en el pensamiento de Hans Kelsen.  Así, el De-
recho es para él, ante todo, un orden coercitivo.  Es decir, la obediencia no des-
cansa en ningún factor psicológico extraño a la norma sino que radica en la nor-
ma misma y su capacidad de sanción.55  Este carácter coercitivo del Derecho es 
cónsono con la concepción que el autor esboza.  Así, se delinea una separación 
radical entre el orden legal y la moralidad, estando el primero circunscrito a un 
espacio específico que no es otro que el espacio estatal.56  Es importante destacar 
que el Derecho positivo se dedica a describir lo que es, aun cuando las normas 
que lo componen sean enunciados que parezcan prescribir más que describir un 
comportamiento; es decir, la norma no establece un mandato porque hacerlo, 
sería cobijar algún juicio de valor, lo que ésta hace es que a un acto específico le 
asigna un significado legal que suele coincidir con una consecuencia.57 

La evolución del pensamiento jurídico parece ir de la mano con la evolución 
del pensamiento político.  De esta manera, el criterio de validez que Austin en-
contraba en la voluntad del soberano cónsono con la teoría contractualista del 
Estado, Kelsen lo encontrará en el proceso legislativo.  Ésta es una elaboración 
teórica mucho más a tono con las doctrinas constitucionales republicanas de las 
democracias liberales.  Así, la validez de la norma dependerá de su adecuación a 
una norma que la antecede en jerarquía la cual, en última instancia, se deriva de 
una norma fundamental que valida el sistema.  Esta norma fundamental o bási-
ca, diferente de la constitución, es un entendido o presupuesto que, acorde con 
el pensamiento moderno caracterizado por el paradigma cartesiano,58 permite 
construir el sistema teórico que Kelsen presenta.59  

Contemporáneamente y con el desarrollo de los sistemas constitucionales, 
H.L.A. Hart se ha convertido en el representante paradigmático del positivismo 
jurídico;  probablemente porque logró representar al Derecho como un sistema y 
vincularlo al aparato coercitivo del Estado como la forma por excelencia de su 
puesta en vigor.60 Así, retomando nuevamente la definición de Estado de Max 
Weber podríamos decir que la fuerza del Derecho en Hart radica en que el Esta-
do tiene la capacidad para ejercer la violencia física legítima contra quien no 
acepte la norma.61 Es decir, el Derecho no es solamente un conjunto de normas 
que se obedecen por hábito sino que ese conjunto es más bien un sistema nor-
  

 55 Véase Hans Kelsen, Law as a Coercive Order, en LLOYD’S, supra nota 6, en las págs. 354-55. 

 56 Véase Hans Kelsen, The Pure Theory of Law, en LLOYD’S, supra nota 6, en la pág. 350. 

 57 Id. en las págs. 351-55. 

 58 Cabe recordar que todas las disciplinas modernas estuvieron basadas en el paradigma carte-
siano.  Así, Descartes construyó toda su teoría a base del supuesto como si existiera Dios lo que per-
mitió poder centrar su pensamiento y el pensamiento del sujeto que piensa. De manera similar el 
presupuesto kelsiano le permitió poder teorizar a cerca de la Ciencia Pura del Derecho. 

 59 Hans Kelsen, The Basic norm of a Legal Order, en LLOYD’S, supra nota 6, en las págs. 358-59. 

 60 Véase H.L.A. Hart, Soberano y Súbdito, en EL CONCEPTO DE DERECHO 63-97 (Genaro R. Carrio 
trad., Abeledo-Perrot 2da ed. 1977) (1961). 

 61 Véase WEBER, supra nota 53.  
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mativo que tiene como respaldo el aparato coercitivo del Estado.  Ahora bien, es 
importante aclarar que el elemento de coerción no funcionaría si la amenaza no 
estuviera acompañada de una aceptación por parte de quienes participan en el 
sistema normativo.  Así, Hart destaca el aspecto externo y el aspecto interno de 
este conjunto de normas.  Ahí radica la diferencia fundamental con los teóricos 
que proponen al Derecho sólo como fuerza del Estado. Para Hart es la acepta-
ción por parte de los miembros y miembras - el llamado  aspecto interno - lo que 
posibilita hablar de derechos y obligaciones más que de hábitos o coacción. No 
hay duda de que las normas jurídicas son reglas sociales que establecen un com-
portamiento específico que de no respetarse no sólo implica la fuerza del Estado 
sino también el rechazo social, pero esto no es todo, además conlleva la acepta-
ción interna de ese orden normativo.62 

Este sistema de normas está compuesto por dos tipos de normas: normas 
primarias que imponen deberes y normas secundarias que confieren poderes.  
Así, por ejemplo, para que el legislador pueda estatuir un deber debe habérsele 
conferido ese poder a través de la norma secundaria estableciéndose de esta ma-
nera una dinámica sistémica entre unas y otras.  Las normas secundarias, a su 
vez, se subdividen confiriendo distintos tipos de competencia.  En este sentido, 
Hart supone la existencia de normas de adjudicación, normas de cambio y la 
norma de reconocimiento.63 

De manera similar, para Kelsen, aunque mucho más sofisticado, la validez 
del Derecho como sistema radica en que cada una de esas normas que lo inte-
gran cumplen con los requisitos de la norma de reconocimiento.64  Al fundamen-
tarse la validez del Derecho en esa norma de reconocimiento, Hart evita tener 
que recurrir a un orden superior para erigir los cimientos de su construcción 
teórica.  Sin duda, esto último le permitirá representar al Derecho como un 
campo separado al campo moral y clasificar su quehacer teórico como jurídico 
descriptivo.65 

Si hay algo distintivo en Hart es la inclusión, aunque tardía, en el Derecho 
positivo de ciertos principios que no están codificados ni legislados pero que son 
parte del criterio último de validez: “el criterio último de validez puede incorpo-
rar, además del linaje, principios de justicia o valores morales sustantivos, y que 
estos pueden constituir el contenido de restricciones constitucionales”.66  Es 
importante entender que dentro de la propuesta jurídica de Hart, y quizá como 
producto del debate teórico entre el autor y Ronald Dworkin, se encuentran con-
templados estos principios sustantivos que están incluidos en la regla de recono-
cimiento y que permitirán resolver los casos a los cuales el Derecho estatuido en 

  

 62 Véase CÉSAR RODRÍGUEZ, LA DECISIÓN JUDICIAL: EL DEBATE HART-DWORKIN 31-32 (1997). 

 63 Véase An outline of Hart’s Jurisprudence, en LLOYD’S, supra nota 6, en las págs. 403-11. 

 64 Id. en las págs. 407-11. 

 65 Véase RODRÍGUEZ, supra nota 62, en la pág. 21. 

 66 H.L.A. Hart, El proscriptum, en RODRÍGUEZ, supra nota 62, en la pág. 102. 
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las normas primarias no se ajuste.  Estos principios caen dentro del campo posi-
tivo y evitan tener que recurrir a valores subjetivos o a la moralidad individual 
del adjudicador o adjudicadora.67 

Hasta aquí hemos visto cómo el positivismo jurídico ha sido una manera de 
acercarse a lo que es el Derecho.  Es decir, que ante todo ha sido un esfuerzo 
descriptivo que en ningún momento ha pasado o ha pretendido pasar juicios de 
valor sobre que lo que el Derecho es o debería ser.  La preocupación fundamen-
tal de los positivistas jurídicos ha sido, en este sentido, poder describir la opera-
ción de una serie de normas o reglas, para algunos conjuntos para otros sistemas, 
que regulan el comportamiento humano.  Si hay algo distintivo en estos autores 
es la manera en que buscaron proveer criterios de certeza y validez que escapa-
ran a los caprichos y arbitrio de una persona, Dios o cualquier otro criterio meta-
físico. 

C. ¿Cómo se adjudica? 

No es de extrañarse que a menudo se confunda el positivismo jurídico con el 
formalismo metodológico.  Esto principalmente porque el formalismo aplica la 
letra de la ley independientemente de su contexto histórico, social y político.  
Sobre el formalismo, el profesor Efrén Rivera Ramos señala que “[b]y formalism I 
mean the conception of law as a system of concepts, rules, and principles that 
must be logically and coherently applied to every situation, to a large extent irre-
spective of immediate social or practical consequences.”68  Es decir, esta vertien-
te metodológica supone que existe un sistema que responde a los diferentes in-
tereses, antagónicos entre sí, que el legislador debe representar; que un proceso 
legislativo racional produce normas o leyes destinadas a alcanzar esos fines y que 
cuando existen controversias los jueces aplican esas leyes a éstas.  Así, esta apli-
cación es puramente mecánica y según afirman los formalistas, en el momento 
en que el juez o la jueza comienza a pensar en los resultados de su decisión ésta 
pierde toda su presunción de racionalidad.69   

De esta manera, el mito fundacional de las teorías liberales propone al Esta-
do como un conciliador de diversos intereses y valores en pos de un orden social 
y una minimización del conflicto que acarrea la coexistencia de esta multiplici-
dad de valores, intereses y creencias.  Lo anterior supone un Estado de Derecho 
que garantice la ley y el orden. En ese sentido, las normas que conforman ese 
Estado de Derecho no pueden ni deben representar un valor particular sino que 
deben recoger la multiplicidad y a partir de ésta estatuir una normas objetivas y 
neutrales que aplicadas a diferentes controversias con diferentes partes asegure 

  

 67 Id. en las págs. 107-11. 

 68 RIVERA RAMOS, supra nota 48, en la pág. 102. 

 69 Duncan Kennedy, Legal Formalism, 2 J. LEGAL STUD. 351, 358-59 (1973). 
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un resultado objetivo y neutral.70  El formalismo, antes que buscar hacer justicia 
o proteger derechos, lo que busca es la preservación del Estado. Es decir, me-
diante la aplicación mecanicista de la ley se evita la encarnación de valores espe-
cíficos que pudieran terminar en la desestabilización estatal.71 Sin preguntarse 
por el resultado, lo que le confiere validez a la decisión no es otra cosa que el 
proceso deductivo por el cual se llega a la misma.  Así  Calvo García sostiene que 
el método lógico-deductivo se articula en torno a “tres premisas fundamentales: 
el carácter exegético de la labor técnica de los juristas, la concepción de la apli-
cación del Derecho como un procedimiento de subsunción y la fundamentación 
lógico-deductiva del ideal de seguridad en la aplicación del Derecho”.72 

El método preferido por esta corriente metodológica es principalmente el si-
logismo típico. Un silogismo no es otra cosa que un proceso de razonamiento 
deductivo que a partir de una premisa mayor y otra menor llega a una única con-
clusión que es deducida de aquellas.73 En este método la premisa mayor está 
dada por la norma abstracta y general, ésta es de la forma si es A debe ser B; la 
premisa menor consiste en los hechos concretos fijados por el juez o el intérpre-
te, ésta es de la forma h; la conclusión se producirá automáticamente por el jue-
go lógico de ambas, ésta será de la forma si h vale como A debe ser B.74 Las impli-
caciones de esto serán que independientemente de las condiciones sociales, eco-
nómicas y políticas del agente de ese acto A al cual le aplica la norma B el resul-
tado siempre será el mismo.  Ello le otorga certeza, estabilidad y susceptibilidad, 
de ser predecible, al sistema.  Se eliminan los visos de subjetividad, imparcialidad 
y aplicación distintiva del Derecho.  De esta manera, cualquier metodología de 
adjudicación que proponga la deducción de conclusiones a partir de un principio 
inflexible es formalista.75 

Ahora bien, pareciera ser que positivismo y formalismo componen la pareja 
perfecta.  Es decir, frente a unos hechos particulares siempre podremos aplicar la 
norma dada y obtener un resultado certero.  Las dudas se despiertan cuando, 
como señala César Rodríguez, el juez o la jueza encuentra que no existe norma 
aplicable o que existen normas contradictorias. Qué hacer con aquellos casos 
difíciles ha provocado un extenso debate entre Hart y Dworkin.76 

De esta manera, como señala Rodríguez, Hart y Dworkin parecen tener más 
puntos de encuentro que de desencuentro.  Ambos conceptualizan al Derecho 
como un conjunto de normas y principios, aunque Dworkin haya trabajado más 
los segundos que Hart.  Sin embargo, cuando de adjudicar se trata difieren en el 
  

 70 Id. en las págs. 361-65. 

 71 Id. en la pág. 370. 

 72 CALVO GARCÍA, supra nota 39, en la pág. 147. 

 73 IRVING M. COPI & CARL CHOEN, INTRODUCCIÓN A LA LÓGICA 245-48 (2003). 

 74 CALVO GARCÍA, supra nota 39, en las págs. 147-48. 

 75 Kennedy, supra nota 69, en las págs. 374-77. 

 76 Véase RODRÍGUEZ, supra nota 62. 
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mecanismo por el cual se toma la decisión.  Eso no quita que ambos puedan con-
siderarse formalistas en su esquema de análisis pero sí define la aproximación 
tanto de Martínez Torres como de Corrada del Río a las metodologías de adjudi-
cación. 

El desencuentro principal entre Hart y Dworkin se presenta respecto a la de-
cisión o, si se quiere, la conclusión del proceso de adjudicación.  Hart sostiene 
que ante los casos difíciles el juez o la jueza tiene discreción sobre la solución.  
Es decir, se reconoce que no existe una única solución y el juez o la jueza escoge 
la mejor opción.  A diferencia de esto,  Dworkin afirma que siempre habrá una 
solución correcta. Es decir, que en los casos difíciles el juez o la jueza evaluará 
qué decisión es la correcta mirando, ante todo, al sistema jurídico como uno 
íntegro y resolviendo acorde a éste.77 

En la entrevista que le hiciéramos al juez asociado Rafael Martínez Torres, 
éste nos indicó que la diferencia principal entre ser juez de un foro intermedio y 
de un último foro estaba en que en el Tribunal Supremo se pactaba Derecho.  
Esta idea de la adjudicación en primera instancia, nos hace pensar en un acerca-
miento hartiano a la resolución de casos difíciles. Es decir, en la medida que algo 
se construye se descarta la posibilidad de que exista algo previo susceptible de 
ser descubierto.  En este sentido pareciera indicar que la única y correcta solu-
ción que esboza Dworkin no le ajusta a un juez o jueza que, en casos difíciles 
tienen que pactar el Derecho. Sin embargo, esto es ficticio, el juez o la jueza har-
tiana y el juez o la jueza dworkiniana parecen coexistir y variar de acuerdo al 
tema.  Aun cuando el juez verbalmente explicite la discreción que le ampara 
como magistrado o magistrada de un último foro en muchas de sus opiniones, 
subyace la creencia en una única solución correcta.78  Esta concepción dworki-
niana que nace en el Tribunal Supremo se visibiliza y contrapone cuando el juez 
Martínez Torres señala:  

Si bien es cierto que la función de los jueces no es legislar, nos corresponde des-
cubrir el [D]erecho aplicable, especialmente en circunstancias en que el 
[D]erecho no es claro.  Esto es bien frecuente en el Tribunal Supremo, por el tipo 
de casos que llegan allí después de pasar por el filtro de los tribunales de inferior 
jerarquía.  En esas ocasiones, los jueces tenemos que sentar pautas basadas en 
principios jurídicos reconocidos.  Pero al así obrar, la visión o filosofía judicial, 
nuestras vivencias y nuestras experiencias previas, influyen y colorean la deci-
sión que eventualmente habremos de tomar así como sus fundamentos.79 

De igual manera, abandonando al juez hartiano en el Tribunal de Apelacio-
nes, señaló que “[l]a disidencia no es otra cosa, entonces que la expresión de un 

  

 77 Id. 

 78 Véase Díaz de León, 2009 TSPR 142, en la pág. 19 (Hernández Denton, opinión disidente) (se 
cita a Pueblo v. Aponte Nolasco, 167 DPR 568 (2006), donde se revocó una decisión de Martínez 
Torres que versaba sobre una controversia similar). 

 79 Martínez Torres, supra nota 3, en las págs. 8-9. 
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jurista con principios.  Por eso el buen Juez sabe que en ocasiones tendrá que 
disentir”.80 Ello nos deja ver que detrás de sus decisiones, mayoritarias, concu-
rrentes y disidentes, subyace el supuesto dworkiniano de una única decisión 
correcta.  Sin embargo, en la misma entrevista, el juez señaló que el Tribunal 
Supremo, cuando decide, le debe deferencia a la Asamblea Legislativa. Esta con-
cepción de separación de poderes es contradictoria con pactar Derecho en casos 
difíciles; pactar sugiere cierta discrecionalidad, a veces limitada a veces amplia, 
pero discrecionalidad en fin.  Es decir, es mucho más cónsono con la defensa de 
separación de poderes pensar que existe una solución correcta atendiendo a la 
intención del legislador o la legisladora y a los principios que permean nuestro 
ordenamiento.  El lector y la lectora podrán ver próximamente qué ramas del 
Derecho convocan a los principios e ideales y cuáles invitan a caminar por el 
interior de la ley. 

Como hemos visto hasta ahora, el formalismo metodológico no es otra cosa 
que la aplicación mecánica de alguna fórmula, principio o norma jurídica.  Así, la 
aplicación formal de la letra de la ley redunda en la deducción de conclusiones 
de aquello que la ley, el precedente o los principios establecen.  Como señalára-
mos anteriormente, no existe estricta pureza en cuanto a la aplicación de la teo-
ría del Derecho. 

El lector o la lectora podrá apreciar a continuación cómo los jueces Rafael 
Martínez Torres y Baltasar Corrada del Río se acercan formalmente a la aplica-
ción de nuestro Derecho positivo aunque en algunos temas su metodología de 
adjudicación se separe de la formulación estricta de un silogismo.  Esto no quiere 
decir que se separen de concepciones normativistas sino, más bien, que atienden 
otras consideraciones que regularmente no atienden aquellos y aquellas que 
abogan por una aplicación formal estricta de la letra de la ley. 

I I I .  ME TO D O LOG Í A  DE  A DJ UD IC A CI ÓN  

A. Ex juez asociado Baltasar Corrada del Río 

1. Derecho Público 

i. Revisión administrativa 

El juez Corrada del Río sólo emitió una decisión bajo la materia de revisión 
administrativa durante el período estudiado en este artículo.  La misma nos 
muestra la metodología que caracteriza al Juez como un formalista hartiano.  No 
pretendemos que el lector o la lectora entiendan esa metodología como la única 
utilizada por el juez Corrada del Río para resolver sus casos. Como expondremos 
a lo largo de este escrito, las miradas y abordajes son múltiples y variadas. 

  

 80 Id. en la pág. 9. 
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En Asociación de Residentes de Pórticos de Guaynabo v. Compad, SE,81 la con-
troversia surge de un reclamo de un grupo de consumidores frente a un contra-
tista por vicios de construcción.  Le tocaba al Tribunal Supremo resolver si un 
grupo puede ser considerado como consumidores para hacer su reclamo.  Vere-
mos a continuación el proceso por el cual el juez Corrada del Río llega a su de-
terminación final en acorde a nuestro esquema de análisis de metodología de 
adjudicación.  

En el caso específico de Asociación de Residentes de Pórticos de Guaynabo,82 
el Juez acude a la norma establecida en el artículo 9 de la Ley Orgánica del De-
partamento de Asuntos del Consumidor (DACO) para establecer la premisa ma-
yor que utilizará para adjudicar la controversia.83  El Juez enfatiza que la protec-
ción de los consumidores está engendrada en el mencionado estatuto y nos dice 
que “[s]e desprende diáfanamente del lenguaje literal y expreso de la Ley que el 
consumidor tiene la opción de vindicar sus derechos individualmente o como 
grupo.  En otras palabras, la ley permite que un colectivo de consumidores vin-
dique sus derechos ante dicha agencia administrativa”.84  

La especificación de la norma esta basada en permitir que los consumidores 
se agrupen para presentar sus reclamos ante DACO dado a lo establecido en la 
Ley.  El Juez comenta que resolver lo contrario “menoscabaría la política pública 
que persigue proteger vigorosamente los derechos de los consumidores . . . ade-
más, lesionaría los tan preciados intereses de economía procesal y el manejo 
eficiente de recursos públicos”.85 Si bien tenemos un caso donde se beneficia a un 
grupo de consumidores frente a una compañía de construcción, no podemos 
perder de vista que en este caso, el juez Corrada del Río encontró una fuente de 
derecho positivada para lograr este resultado.  No hubo un análisis de las exter-
nalidades en el contexto de los hechos del caso. El Juez entonces se limita a ha-
cer un ejercicio deductivo donde aplica, de forma mecánica, la fuente de Dere-
cho seleccionada, a los hechos del caso. En este caso, se trataba de un grupo de 
consumidores y la Ley del DACO provee para que un colectivo de consumidores 
presente una querella. El Juez hace una conclusión lógica de que los demandan-
tes tenían el derecho como grupo a instar la acción administrativa. 86 

Si seguimos este tipo de análisis lógico que nos presenta el Juez, podríamos 
pensar que si el estatuto dijera que para efectos de la Ley el consumidor sola-
mente puede ser un individuo, entonces su decisión final hubiese sido que los 
afectados tendrían que acudir individualmente al DACO para presentar sus res-

  

 81 Asociación de Residentes de Pórticos de Guaynabo v. Compad, SE, 163 DPR 510 (2004). 

 82 Id. en las págs. 520-21. 

 83 Ley del Departamento de Asuntos del Consumidor, Ley Núm. 5 de 23 de abril de 1973, 3 LPRA 
§341 (h) (2003). 

 84 Asociación de Residentes de Pórticos de Guaynabo, 163 DPR en la pág. 520. 

 85 Id. en la pág. 521. 

 86 Id. en la pág. 520. 
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pectivas acciones.  Un juez formalista no va a sopesar las consecuencias de sus 
decisiones, por lo cual no tomaría en consideración el remedio que finalmente 
tendrían los consumidores en este caso. 

Si además, complicamos este tipo de decisión y excluimos el estatuto que 
claramente provee para la agrupación de consumidores, entonces el juez estaría 
en la posición de sopesar diferentes valores.  Si analizamos detenidamente el 
lenguaje que utiliza el juez Corrada del Río, existe espacio para que considere 
que el efecto ulterior de su decisión debe ser atendido.  Si no existiera el estatu-
to, queda preguntarnos, ¿estaría el Juez dispuesto a acomodar otras fuentes de 
Derecho para llegar al mismo resultado?  Esto nos lleva de regreso a la importan-
cia de la selección de la norma aplicable que es uno de los pilares de nuestro 
análisis de metodología de adjudicación. 

Este caso también nos demuestra de manera clara, la visión del juez Corrada 
del Río sobre el rol de los tribunales frente a las agencias administrativas.  Según  
Corrada, los jueces y juezas deben ser cautelosos al revisar las decisiones de las 
agencias administrativas, especialmente cuando se trata de controversias que 
surgen a raíz de las leyes habilitadoras de las agencias o sus reglamentos.  El Juez 
sostiene además que las agencias cuentan con factores importantes, la experien-
cia y el conocimiento específico, para atender asuntos que se le presentan a raíz 
de los poderes y deberes que le confiere la ley.87  Además, se entiende que los 
Tribunales se deben limitar a la razonabilidad de las decisiones administrativas, 
o sea vigilar por los posibles vicios de arbitrariedad o capricho que puedan surgir 
de las mismas.  

ii. Separación de poderes 

El juez Corrada del Río sólo emitió una opinión bajo este renglón de análisis.  
Sin embargo, entendemos que la misma nos ayuda a describir la metodología de 
adjudicación del Juez y, además, nos arroja luz sobre la visión del éste del poder 
de las ramas del gobierno, en específico de la rama legislativa. 

El caso de Departamento de Hacienda v. Telefónica Larga Distancia de Puerto 
Rico,88 presenta una controversia que surge del encuentro de dos leyes, la más 
reciente tenía el efecto de derogar la anterior.  Las leyes en controversia eran la 
Ley de Compañías de Telecomunicaciones,89 una enmienda a esta Ley en 1993,90 
y por último, la Ley para la creación de la Junta Reglamentadora de Telecomuni-

  

 87 Véase Cruz Negrón v. Administración de Corrección, 164 DPR 341 (2005). 

 88 Dpto. de Hacienda v. Telefónica Larga Distancia de Puerto Rico, 164 DPR 195 (2005).  

 89 Ley de Compañías de Telecomunicaciones, Ley Núm. 64 de 23 de agosto de 1990, 27 LPRA §342 
(2001). 

 90 Ley de Compañías de Telecomunicaciones, Ley Núm. 69 de 9 de agosto de 1993, 27 LPRA §342 
(2001). 
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caciones.91 El efecto neto de la aprobación de la Ley Núm. 213 sería revocar el 
impuesto del 2%  a las compañías de teléfono privadas, el mismo había sido in-
cluido por la legislatura en la Ley Núm. 69.92 

Primero, analicemos cómo el juez Corrada del Río selecciona la norma que 
va a aplicar a los hechos, que a su vez será la premisa mayor para su proceso de-
ductivo.  En el caso de Hacienda v. Telefónica, comienza por seleccionar el ar-
tículo 5 del Código Civil de Puerto Rico que establece que “las leyes solamente 
pueden ser derogadas, entera o parcialmente, por otras leyes posteriores”.93  Lue-
go, apunta hacia el artículo 6 del Código Civil, que dispone que la derogación es 
expresa cuando la ley posterior así lo declara.94 Además, el Juez se apoya en la 
jurisprudencia que ha interpretado estos estatutos.  Vemos que el juez utiliza 
como fuente normativa el Derecho positivo que entiende ser aplicable a los he-
chos fácticos del caso. 

En este caso, encontramos que el juez Corrada del Río aplica de manera 
formal la norma seleccionada a los hechos del caso. En el caso que hemos discu-
tido, el Juez expresa que el propósito de la Ley Núm. 213 expresamente incluía 
derogar la Ley Núm. 64 anterior según enmendada; siguiendo el método deduc-
tivo expresa que como la Ley Núm. 69 era una enmienda a una sección de la Ley 
Núm. 64, el derogar esta última, de facto, eliminaba la primera. El efecto neto de 
este ejercicio de lógica era terminar con el impuesto a las compañías de teleco-
municaciones privadas.95 La búsqueda de seguridad jurídica, certeza y consisten-
cia son algunos de los valores que van de la mano con este tipo de método adju-
dicativo.  Vemos que un juez formalista utiliza un proceso deductivo mediante el 
cual mecánicamente llega a su determinación.  

No podemos concluir esta sección sin antes ilustrar la visión del juez Corra-
da del Río sobre el rol del Tribunal Supremo de Puerto Rico enfrentado a la rama 
legislativa.  El Juez se ancla en la jurisprudencia para recalcar que la obligación 
del Tribunal es “armonizar, hasta donde sea posible, todas las disposiciones de 
ley implicadas en el caso con miras a lograr un resultado sensato, lógico y razo-
nable que represente y salvaguarde la efectividad de la intención legislativa.”96 
Esta expresión nos demuestra que será cuidadoso al interpretar las leyes aproba-
das por la Legislatura, y no pretenderá legislar desde el Tribunal.  Este tipo de 
visión es congruente a una metodología formalista positivista que busca lograr 
ese resultado sensato como expone el juez Baltasar Corrada del Río. 

  

 91 Ley para la Creación de la Junta Reglamentadora de Telecomunicaciones, Ley Núm. 213 de 12 
de septiembre de 1996, 27 LPRA §§ 265-272 (2001). 

 92 Dpto. de Hacienda, 164 DPR en la pág. 206. 

 93 CÓD. CIV. PR art. 5, 32 LPRA § 5 (2001). 

 94 Véase CÓD. CIV. PR art. 6, 32 LPRA § 6 (2001). 

 95 Dpto. de Hacienda, 164 DPR en la pág. 214. 

 96 Id. en la pág. 204 (énfasis suplido). 
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El Juez hace una distinción clara: le corresponde a la legislatura crear las le-
yes y a la judicatura interpretar las mismas.  Su mirada apunta a una entidad con 
mejor conocimiento de los cambios que ocurren en la sociedad, capacitada de 
adoptar las medidas necesarias para el funcionamiento óptimo de la misma. 
Existe por otra parte el sistema de tribunales, que se mantiene al exterior del 
proceso legislativo, en ocasiones llamado a interpretar estatutos en controversia.   

iii. Derecho Penal Sustantivo 

Nuestro análisis bajo este acápite está enfocado en tres opiniones emitidas 
por el Juez Corrada del Río en nuestro período de estudio.  La línea del Juez es 
consistente y nos muestra claramente su análisis y abordaje metodológico en los 
temas de Derecho penal sustantivo.  

Al enfrentarse a los casos, el juez Corrada del Río acude metódicamente al 
Código Penal de Puerto Rico y a la jurisprudencia, incluyendo la federal, para 
seleccionar la fuente de Derecho aplicable.  Además, en el caso específico de 
Pueblo v. Ayala García,97 utiliza un estatuto de la jurisdicción federal y la juris-
prudencia que lo interpreta para fortalecer su posición.  El Juez hace referencia a 
opiniones emitidas en otras jurisdicciones con Códigos Penales similares al nues-
tro para justificar su razonamiento.98 

Podemos apreciar que el juez Corrada del Río se circunscribe al Derecho po-
sitivo, con la particularidad de acudir a otras jurisdicciones, pero manteniendo la 
línea de los derechos positivados en éstas.  En el caso particular de Puerto Rico, 
es viable este tipo de abordaje por la estrecha relación que existe entre nuestro 
ordenamiento y el de los Estados Unidos, y que ha formado nuestro sistema hí-
brido de Derecho. 

Observamos que el juez Corrada del Río una vez selecciona norma aplicable 
a los hechos, se limita a aplicar el Derecho formalmente, acercándose a la visión 
de cantar bolas y strikes presentada en la introducción de este artículo.  Un juez 
que aplica el Derecho de esta manera no considerará las consecuencias que pue-
da tener su decisión o el contexto en el que surge la controversia. Además, mues-
tra deferencia a la rama legislativa haciendo hincapié en que al momento de 
interpretar un artículo que es claro y libre de ambigüedades el Tribunal se ve 
obligado a observar la letra de la ley.99  Una visión diferente sería la de un juez 
realista que no se limita a ser un mero árbitro;  éste le va a dar peso a factores 
ulteriores en su decisión, lo que podría dar paso a una solución alterna a la de un 
juez como Corrada del Río. Si bien nos encontramos en un sistema judicial tradi-
cionalmente formalista no podemos obviar el hecho de que hay metodologías de 
adjudicación alternas que merecen ser consideradas. El caso que veremos a con-

  

 97 Pueblo v. Ayala García, 163 DPR 835 (2005). 

 98 Véase id. en la pág. 849. 

 99 Véase ELA v. Rodríguez Santana, 163 DPR 825, 831 (2005). 

https://mail.google.com/mail/?ui=2&view=bsp&ver=1qygpcgurkovy#126d4d70ff529fe6__ftn2
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tinuación nos provee la oportunidad para ver diferentes metodologías aplicadas 
en un mismo caso. 

El caso específico de Pueblo v. McCloskey100 ejemplifica nuestro análisis de la 
metodología del juez Corrada del Río, en una concurrencia con la opinión mayo-
ritaria del juez Francisco Rebollo López.101  Ambos jueces hacen un análisis sobre 
el tercer elemento del delito de expedición de cheques sin fondos, la intención 
de defraudar, según lo dispuesto en el artículo 264 del Código Penal de Puerto 
Rico.102  Sin embargo vemos una diferencia en la aplicación de la premisa mayor 
en sus opiniones.  El juez Corrada del Río concluye que no existió la intención 
del peticionario en defraudar a su acreedor y procede a revocar la sentencia pro-
cedente de los foros inferiores.  La importancia para nuestro análisis de metodo-
logía es que el Juez no alude al contexto del caso, ni considera los efectos poste-
riores de haber resuelto de manera contraria.  Esto es muestra de la consistencia 
su metodología adjudicativa siempre que el Juez se circunscribe a aplicar un ar-
tículo del Código Penal y concluye que no se cumplió con uno de los elementos 
del delito incluidos en este.103  En contraste, el juez Rebollo López, en su opinión 
mayoritaria, interpretó el elemento del delito mencionado, sin embargo tomó en 
consideración los hechos particulares del caso  y expresó que resolver de otra 
manera “sería devastador para el flujo comercial del País”.104  Vemos entonces un 
acercamiento a una aplicación de carácter realista por parte del juez.   Lo impor-
tante de este caso es que nos presenta una instancia donde dos jueces aplicaron 
el Derecho desde dos perspectivas de adjudicación diferentes, llegando a un 
mismo resultado. 

2. Derecho Privado 

i. Derecho Registral Inmobiliario 

En esta sección nos topamos con una situación particular donde el juez Co-
rrada del Río se aleja de ser un juez formalista hartiano, acercándose más a un 
juez formalista dworkiano. Nuestro análisis del caso de Santiago v. ELA105 nos da 
la oportunidad para elaborar sobre esta diferencia en metodología adjudicativa 
del Juez. 

El caso de Santiago v. ELA también nos da la oportunidad de comparar la 
metodología del juez Corrada del Río con el instrumentalismo dworkiano de la 

  

100 Pueblo v. McCloskey, 164 DPR 90 (2005). 

 101 Id. 

102    CÓD. PEN. PR art. 264, 33 LPRA § 4551 (2001). 

103 McCloskey, 164 DPR en la pág. 112. 

104 Id. en la pág. 100. 

105 Santiago v. ELA, 163 DPR 149 (2004). 
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jueza Anabelle Rodríguez Rodríguez.106  La decisión estuvo dividida cuatro a tres. 
La Jueza escribió la opinión mayoritaria en este caso, mientras que el Juez escri-
bió la disidente. 

La controversia de este caso se puede dividir en dos partes, primero se atien-
de la naturaleza de la función del Registrador y luego la inmunidad del ELA por 
actuaciones de sus agentes ante reclamos de errores en el Registro de la Propie-
dad.  En cuanto a la primera controversia, pasamos a examinar cómo el juez Co-
rrada del Río llegó a su resultado final utilizando una metodología diferente a la 
de la opinión mayoritaria y cómo ésta es muestra de un acercamiento formalista 
dworkiniano.  Al momento de seleccionar la norma aplicable a los hechos, el 
Juez se aparta de su tendencia a acudir directamente al Derecho positivado en 
nuestro ordenamiento.  En esta ocasión, acude a fuentes secundarias para des-
cribir la naturaleza del procedimiento de inscripción registral en la jurisdicción 
puertorriqueña.  Así, le da valor a principios de seguridad que obtiene aquél o 
aquélla que acude al Registro en búsqueda de la inscripción de algún derecho 
obtenido en ley.107  Luego, a modo de ilustrar la función calificadora del Registra-
dor, el Juez regresa directamente a utilizar como norma el Derecho positivado en 
la Ley Hipotecaria.108 Además, identifica como norma la jurisprudencia que ha 
interpretado la mencionada ley conforme a la doctrina de stare decisis. Este tipo 
de acercamiento es típico de un juez que entiende que existe una única decisión 
correcta en los casos difíciles, propio de la teoría de Dworkin.109 Entiéndase que 
no se circunscribe a la letra de la ley sino que va más allá en búsqueda de princi-
pios que le arrojen luz sobre cuál es la decisión correcta. Es diferente a otros 
casos que hemos analizado del juez Corrada del Río donde solamente se ampara 
en el derecho positivado en Puerto Rico sin acudir a fuentes secundarias para 
apoyar su decisión.   

Lo que no escapa esta opinión es la aplicación formalista que hemos visto en 
las otras opiniones del juez.  La siguiente cita es muestra de este proceso de lógi-
ca por el cual el Juez aplica mecánicamente la norma que seleccionó a los hechos 
del caso: 

Por ende, tanto de la ley como de la doctrina surge que, habiéndose califi-
cado favorablemente un documento, el paso próximo y mandatario es la inscrip-
ción del asiento, nota marginal o anotación.  Es decir, las fuentes citadas no con-
fieren discreción al Registrador de la Propiedad para inscribir un documento ca-
lificado de manera favorable, sino que ordenan su inscripción.110 

  

106 Id. en las págs. 153-57. 

107 Santiago, 163 DPR en las págs. 171-72. 

108 Ley Hipotecaria y del Registro de la Propiedad de 1979, Ley Núm. 198 de 8 de agosto de 1979, 30 
LPRA § 2267 (2005). 

109 Kennedy, supra nota 69, en las págs. 374-77. 

 110 Santiago, 163 DPR en la pág. 174. 
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En cuanto a la segunda controversia de este caso, la inmunidad del ELA por 
actuaciones de sus agentes ante reclamos de errores en el Registro de la Propie-
dad, vemos un retorno a la metodología formalista hartiana que caracteriza al 
juez Corrada del Río.  El Juez selecciona como norma la Ley Hipotecaria donde la 
inmunidad del ELA se trata en el artículo 10.111  Además, acude a la Ley de Proce-
dimientos Legales Especiales donde el ELA renuncia a su inmunidad bajo ciertos 
criterios.112  Nuevamente vemos que el Juez se limita a una aplicación mecánica 
de las normas seleccionadas a los hechos.  Sin embargo, lo interesante de lo es-
bozado por el juez al atender esta controversia es que para llegar a su decisión 
total necesita apoyarse en lo que él resuelve en la primera controversia de la fun-
ción del Registrador, atendida anteriormente en este artículo.  

Mencionamos anteriormente que ésta fue una decisión dividida en la cual la 
juez Anabelle Rodríguez Rodríguez emitió la opinión mayoritaria.  Esto nos pro-
vee la oportunidad de comparar metodologías de adjudicación alternas, entién-
dase la mayoritaria con la disidente de Corrada del Río.  Alertamos al lector y a la 
lectora que el hecho de que sea una decisión dividida, de por sí, no es indicación 
de que se hayan utilizado metodologías distintas.  Veamos entonces como com-
paran las metodologías de estos Jueces. 

En la opinión mayoritaria, la juez Rodríguez Rodríguez, diferente a Corrada 
del Río, expresa que la función calificadora del Registrador de la Propiedad es 
una sui generis, pero aun así goza de características de adjudicación, por lo tanto 
entiende que es una función cuasijudicial, con cierta discreción para calificar 
documentos.113  Lo importante para nosotros es que para llegar a esta conclusión 
la Juez no utiliza un proceso deductivo a diferencia del Juez en la opinión disi-
dente. Al contrario, la juez Rodríguez Rodríguez utiliza comentarios de tratadis-
tas en Derecho Registral Inmobiliario y cierta jurisprudencia para seleccionar la 
norma que aplica  con el  fin de apoyar su visión sobre la función del Registra-
dor.114  Vemos que la Juez no depende completamente del Derecho positivado en 
nuestra jurisdicción, distinto al juez Corrada del Río y su visión hartiana del De-
recho. Al aplicar la norma, la juez le atribuye al Registrador características pro-
pias de la función judicial, a modo de analogía, lejos de ser un ejercicio mecánico 
de lógica.  Nos encontramos entonces frente a una juez que va moldeando su 
decisión mientras guía al lector y a la lectora hasta su determinación final.  Ob-
servamos en este caso que la Juez tiene una visión del rol del tribunal como uno 
más activo. No surge de su opinión que exista una deferencia absoluta a la Rama 

  

 111 30 LPRA § 2054 (2005). 

 112 Ley de Procedimientos Legales Especiales, Ley Núm. 104 de 29 de junio de 1955, 32 LPRA § 3081 
(2001). 

 113 Santiago, 163 DPR en las págs. 153-54 (2004). 

 114 Id. en la pág. 162. 
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Legislativa. La Juez es más activa al momento de interpretar las lagunas en la 
ley.115 

Este tipo de análisis nos enseña la diversidad de metodologías que pueden 
ser utilizadas por los jueces para decidir los casos. Si bien los resultados de los 
casos hubiesen sido diferentes de haberse votado de manera distinta, es en el 
proceso de adjudicación donde vemos la diferencia en pensamiento de los jueces 
y juezas.  Así podríamos navegar por un sinnúmero de decisiones y entender 
cómo es que se construyen desde una posición u otra de la teoría del Derecho y 
la metodología de adjudicación. 

B. Juez asociado Rafael Martínez Torres 

1. Derecho Público 

i. Revisión administrativa 

Tanto en una resolución reciente como en una ponencia en la Escuela de 
Derecho de la Universidad Católica, Martínez Torres señala que uno de los crite-
rios que el Primer Ejecutivo podía tener en cuenta para la nominación de jueces 
y juezas al Tribunal Supremo es el entendido sobre el rol del los tribunales en 
distintas materias. Entre varios ejemplos señala que una consideración puede ser 
“[q]ue [los jueces y las juezas] deben ser más activos o por el contrario, más defe-
rentes con las agencias administrativas”.116 A juzgar por las decisiones a nivel 
apelativo podría entenderse que el criterio de deferencia a las agencias fue uno 
de los considerados en lo que el juez Martínez Torres denominaría su filosofía 
jurídica general.117 A continuación el lector y la lectora encontrarán ejemplos 
sobre la construcción de la decisión judicial.118  

A nivel apelativo encontramos a un juez profundamente hartiano y formalis-
ta. Es decir, en las decisiones que hemos revisado encontramos que el mecanis-
mo para la construcción de la decisión siempre es el mismo.  El juez recurre a la 
norma aplicable que funciona al mismo tiempo de premisa mayor.  En el caso de 
decisiones administrativas, el lugar de esta norma lo ocupa la Ley de Procedi-
miento Administrativo Uniforme119 y la Ley de la Judicatura.120  A partir de ello se 
  

115 Para más detalles sobre el proceder adjudicativo de la juez Anabelle Rodríguez, véase Carlos 
Saavedra Gutiérrez & Paola K. García Rivera, La uniformidad en el Derecho: análisis de la metodología 
adjudicativa de la juez asociada Anabelle Rodríguez Rodríguez, 80 REV. JUR. UPR 203 (2011).  

 116 Martínez Román v. ELA, 2009 TSPR 176, en la pág. 4, 177 DPR ____ (2009). 

 117 Id. en las págs. 2-3 (citando a LA REVISTA, EL NUEVO DÍA, 8 de noviembre de 2009, en la pág. 6). 

 118 Principalmente se escogieron algunas decisiones de instancia que el Juez revocó a nivel apela-
tivo para ilustrar el razonamiento jurídico. 

 119 Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme, Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, 3 LPRA 
§§ 2101-2201 (2006 & 2010). 

120 Ley de la Judicatura, Ley Núm. 201 de 22 de agosto de 2003, 4 LPRA §§ 24-25r (2003). 
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articula, junto al precedente, una solución o resultado.121  El entendido general 
bajo el cual operan ambas normas es de gran respeto y deferencia judicial. Es 
decir, el tribunal intervendrá cuando encuentre que la agencia actuó arbitraria-
mente.122  

Así, por ejemplo, en Sweeping and Vaccum Unlimited, Inc. v. Junta de Subas-
tas, Municipio de Luquillo,123 ante un señalamiento de arbitrariedad, Martínez 
Torres recurre a las normas que reglamentan las subastas públicas, analiza los 
requisitos y resuelve revocar.  El mecanismo es el descrito arriba, donde la pre-
misa mayor está dada en este caso por la Ley de Municipios Autónomos y el Re-
glamento revisado sobre Normas Básicas para los Municipios de Puerto Rico de 
la OCAM. La premisa menor la componen los hechos subsumidos en la norma. 
En este caso, la subasta sólo será válida en caso de cumplir ciertos requisitos 
contemplados en la normativa que la regula.  A partir de estas premisas el Juez 
concluye que debido a que no se cumplieron los requisitos establecidos por la 
norma, la decisión del Tribunal de Instancia fue una arbitraria y, por ende, pro-
cede revocar.  El lector o la lectora puede observar cómo el hoy juez asociado 
Martínez Torres se ajusta a lo planteado por Hart en cuanto a los casos fáciles.  
Es decir, en este caso la decisión no se dificulta porque cae dentro del núcleo de 
certeza.  Este caso, por ser fácil, no nos sugiere otra interpretación. No nos invita 
a pensarlo desde otra teoría del Derecho, sino que pareciera ser más bien, una 
solución que se ajusta al sentido común: no se cumplieron los requisitos de la 
subasta entonces procede revocar. 

Hemos observado que existe un esquema que guía la decisión judicial. En es-
te  punto nos valdremos de JAMA v. Departamento de Recursos Naturales y Am-
bientales124 para ilustrar el esquema.  Así parece ser que la determinación fáctica 
es el primer paso de éste. En JAMA, el juez Martínez Torres primero determina 
los hechos relevantes del caso. En particular, se destaca la concesión de un endo-
so preliminar para la construcción de un proyecto residencial y su posterior re-
vocación debido a la obtención de una información adicional. Se destaca además 
que la vista de impugnación de denegatoria fue suspendida en varias ocasiones 
por el DRNA y que posteriormente se archivó el caso por  falta de interés del 
promovente JAMA. En segundo lugar, el juez procede a la elección de las normas 
aplicables.  Como hemos visto, este paso es importante porque se convertirá en 
la premisa mayor del proceso deductivo.  Muchas veces sucede que la decisión 
judicial se compone de varios silogismos independientes que luego darán lugar a 
una conclusión final. En el caso de JAMA se puede observar que lo primero que 
  

 121 Véase RODRÍGUEZ, supra nota 62, en la pág. 70 (para Hart en los casos fáciles la descripción 
formalista es la más acertada: basta un silogismo para conectar la norma con la solución, de suerte 
que el poder del juez está estrictamente limitado).   

 122 Procuradora del Paciente v. MCS, 163 DPR 21, 43 (2004). 

 123 Sweeping and Vaccum Unlimited, Inc. v. Junta de Subastas, Municipio de Luquillo, 
KLRA00701193, 2008 WL 934449 (TA PR) (12 de febrero de 2008). 

124 JAMA v. DRNA, KLRA060838 (TA PR) (16 de marzo de 2007).  
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el Juez adjudica es si la decisión administrativa puede o no ser revisada.  Es fun-
damental que la normativa señalada asegure a quien se le deniegue un endoso 
un debido proceso de ley y pasa a señalar sus características.  El tercer paso es la 
especificación del significado de la norma aplicable a tenor con el caso concreto. 
En este caso, por ejemplo, se buscan las instancias en las cuales se ha visto in-
fringido o no el debido proceso de ley para determinar si corresponde revocar la 
denegatoria del endoso.  El último peldaño del proceso de adjudicación es la 
decisión final. Aquí se integraran las decisiones parciales y, de ser un caso difícil 
se procederá a escoger de todas las decisiones posibles, la más correcta. Al ser 
este un caso fácil, la decisión final coincide con la conclusión del proceso lógico-
deductivo. En este caso el juez concluye que se violó el debido proceso de ley y 
por ende procede a revocar la decisión del Departamento de Recursos Naturales 
y Ambientales.125 

En Sociedad Espeleológica Unidad del Sur, Inc. v. Junta de Calidad Ambien-
tal,126 el juez Martínez Torres deniega una solicitud de mandamus para ordenar 
al Tribunal de Instancia que señale una vista.  La forma de razonamiento en este 
caso es idéntica a la de casos anteriores. La premisa mayor en este caso es que los 
calendarios de los tribunales inferiores merecen deferencia y si en los hechos 
concretos el tribunal no encuentra que hubo abuso de discreción entonces con-
firmará el señalamiento hecho por el Tribunal de Instancia.  Éste, al igual que los 
casos anteriores, es un caso fácil donde la aplicación de la norma pareciera ser la 
solución más acertada.  Quizá un juez que se aproxime desde la teoría sociológi-
ca del Derecho podría darse cuenta que los terrenos  que se pretenden desarro-
llar son terrenos que captan de aguas del sistema de cuevas El Convento y su 
importante valor social que esos terrenos representan, máxime cuando se sabe 
que la Sociedad Espeleológica está solicitando revisión de la denegatoria de in-
tervención.  En este caso, desde otra perspectiva anti-formalista y transnormati-
va podría haberse intervenido con el calendario del Tribunal de Instancia. 

Se utilizaron los casos anteriores para ilustrar la metodología de adjudica-
ción a nivel apelativo.  Al ser éste un foro intermedio sujeto a una instancia supe-
rior de revisión hemos visto que el juez Martínez Torres se atiene al texto de la 
ley. Con esto queremos decir que pareciera no ejercer discreción alguna en los 
casos administrativos, más bien se cierne al esquema lógico-deductivo que he-
mos descrito anteriormente. 

Al momento de este artículo, a nivel del Tribunal Supremo, Martínez Torres 
sólo tuvo oportunidad de expresarse sobre Derecho Administrativo en  Junta de 
Planificación de Puerto Rico v. Cordero Badillo.127  Lo interesante de este caso es 
que, a diferencia de los casos apelativos que caían en la categoría de casos fáciles, 
este es uno difícil.  Lo fundamental en Cordero Badillo es que la definición de 
  

 125 Véase CALVO GARCÍA, supra nota 39, en las págs. 163-64. 

126 Sociedad Espeleológica Unidad del Sur, Inc. v. Junta de Calidad Ambiental, KLCE0400175, 2004 
WL 1244441 (TA PR) (9 de marzo de 2004). 

 127 Junta de Planificación v. Cordero Badillo 2009 TSPR 160, 177 DPR ___ (2009).  
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parte es una norma de textura abierta, ambigua y por lo cual está sujeta a inter-
pretación.  De esta manera, el Tribunal recurre a diferentes precedentes para ir 
construyendo lo que entiende será parte. 

Lo interesante de esta decisión es que en la medida en  que es elaborada, nos 
deja entrever cómo el juez asociado Martínez Torres considera elementos que, a 
nivel apelativo, no consideraba.  La controversia principal en este caso gira en 
torno a distinguir el participante activo del mero participante y cuál, si alguno, 
puede ser considerado parte en un proceso administrativo.  De esta manera, el 
Juez procede a desterrar al participante activo como parte si éste no ha solicitado 
formalmente y por escrito intervenir.  Ahora bien, para reforzar su argumento, el 
Juez se aparta de las consideraciones formalistas y utiliza el instrumentalismo 
como asidero.  El Juez considera que no requerir intervención por escrito “ha 
creado confusión e incertidumbre en las agencias y foros judiciales”.128 También 
alude a que la solicitud por escrito “[e]vita la incertidumbre de quién es parte y 
por consiguiente, a quién hay que notificarle cualquier solicitud de revisión judi-
cial”.129   

Así, además de recurrir a la letra de la ley, el Juez acoge un análisis del tér-
mino escrito por el profesor William Vázquez Irizarry que, como sabemos, no 
forma parte del sistema de normas.  El Juez, citándolo, afirma que el criterio 
adoptado anteriormente por el Tribunal “estuvo mal concebid[o] y no ha servido 
bien al proceso administrativo”.130 Esto podría ser un indicador de que si bien, 
como afirmara Hart, hay soluciones razonables y el juez o la jueza discrecional-
mente escogen la que más parece ajustarse, el hecho de que algo esté mal conce-
bido es un celaje de un juez dworkiniano a nivel del último foro.  No olvidemos 
que Ronald Dworkin consideraba que, aún en los casos difíciles, existía una úni-
ca solución correcta.   

En esta decisión también podemos confirmar cuáles son los criterios de vali-
dez  y la concepción del rol del tribunal para el juez que nos ocupa.  De esta ma-
nera sostiene que “es deber de este Tribunal encaminar nuestro Derecho dentro 
de los límites que imponen la Constitución y la ley”.131 Sobre el rol del Tribunal 
afirma que “[e]n nuestro sistema democrático de gobierno de poderes separados, 
la facultad de formular política pública mediante la aprobación de leyes no le 
corresponde a este Tribunal”132 y luego sostiene que “[e]l poder de la Rama Judi-

  

128 Id. en la pág. 16. 

129 Id. en la pág. 19. 

130 Id. en la pág. 21  (citando a William Vázquez Irizarry, Derecho Administrativo, 78 REV. JUR. UPR 
571 (2009)).  

 131 Id.  

 132 Id.  
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cial se circunscribe a resolver casos y controversias”133 y que “venimos obligados a 
aplicar la ley aunque discrepemos personalmente con su sabiduría”.134 

En este caso la interpretación restrictiva de la ley y las consideraciones valo-
rativas como seguridad, certeza y objetividad redundaron en la privación de un 
remedio a los peticionarios que buscaban impugnar la aprobación de una consul-
ta de ubicación de un proyecto comercial. Esta aproximación estricta puede 
compararse con la opinión disidente de la jueza asociada Anabelle Rodríguez 
Rodríguez claramente instrumentalista y dworkiniana cuya consideración prin-
cipal que le impide unirse a la mayoría es que la decisión “trastoca los derechos 
de los ciudadanos a participar en los asuntos del gobierno que le afectan direc-
tamente y, así, se diluye la transparencia que debe caracterizar a las actuaciones 
administrativas en todo sistema democrático”.135 De esta manera, propone recu-
rrir a los principios de liberalidad en la participación ciudadana como también a 
aquellos que facilitan la participación de los ciudadanos en los asuntos guber-
namentales.  La jueza señala que el análisis de la mayoría es “por demás formalis-
ta”136 y que deriva en “resultados ‘injustos y arbitrarios’”.137 

La opinión disidente de la juez asociada Rodríguez Rodríguez ilustra cómo, 
desde dos aproximaciones teóricas diferentes, se puede llegar a decisiones tam-
bién diferentes.  En este caso particular, el juez asociado Martínez Torres entien-
de que sólo se debe mirar el Derecho positivo.  Sin embargo, la juez Rodríguez 
Rodríguez sostiene que no sólo se deber mirar la ley sino también se deben tener 
en cuenta los principios que guían nuestro ordenamiento.  De esta manera, 
mientras Martínez Torres concluye que la certeza y la claridad del ordenamiento 
son valores que merecen ser protegidos en las decisiones, la juez Rodríguez Ro-
dríguez señala que, aun cuando deseables esos valores, deben ceder en caso de 
que laceren la participación ciudadana.   

Hasta ahora hemos visto que el juez asociado Martínez Torres encuentra vá-
lidas aquellas decisiones que se fundamentan en la aplicación de la letra de la 
ley.  Al menos en esta área del Derecho nos hemos encontrado con un juez pro-
fundamente hartiano que encuentra el criterio de validez del Derecho en aquella 
división que Hart disponía entre normas primarias y normas secundarias y, en 
última instancia todas las normas derivan de una regla de reconocimiento que 
no es otra cosa que un entendido social.  En este caso, el criterio de validez de-
pende de dos factores: por un lado, la validez de la norma, es decir, que dicha 
norma haya sido estatuida de acuerdo a los procedimientos del Estado y por otro 
lado, la validez de la construcción jurídica de la decisión, en este caso será la 

  

 133 Id. 

134 Id.  

 135 Id. en la pág. 18 (Rodríguez Rodríguez, opinión disidente).  

136 Id. en la pág. 19. 

 137 Id. en la pág. 16. 
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deducción lógica de una conclusión.138 Así, en nuestro ordenamiento administra-
tivo, parece ser que para que una decisión sea válida tiene que ser conforme a la 
Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme y ésta a su vez encuentra su 
validez en haber sido creada de acuerdo al procedimiento legislativo. El poder de 
la Asamblea Legislativa para establecer legislación deriva de la Constitución del 
Estado Libre Asociado de Puerto Rico que a su vez tiene sus cimientos en un 
entendido social. 

ii. Separación de poderes 

Nuestra cercana relación con los Estados Unidos de América ha hecho que 
nuestro sistema constitucional esté basado en el esquema de separación de po-
deres objetivado en el modelo de pesos y contrapesos de la Constitución de Es-
tados Unidos.  La tesis principal de este arreglo constitucional radica en una 
distribución de poder que permite a cada rama de gobierno paralizar las decisio-
nes de las otras ramas cuando no media consenso entre ellas y, de esta manera, 
evitar una concentración indebida de poder en alguna de ellas.139  Así, esta doc-
trina de poder compartido es “una llamada al consenso y no una invitación a que 
una rama de gobierno le imponga a otra su criterio”.140   

Los jueces y las juezas formalistas se conciben dentro de este esquema de 
separación de poderes como meros agentes y conceden entera deferencia a la 
Asamblea Legislativa.  En este sentido, el juez asociado Martínez Torres, aunque 
no ha decidido casos de separación de poderes per se, señala que “[p]or conside-
raciones relativas a la separación de los poderes constitucionales, los jueces no 
[pueden] adjudicar a base de [sus] preferencias personales”.141  Esto presume que 
es el poder legislativo, que por disposiciones constitucionales que no son otra 
cosa que las reglas secundarias de las cuales habla Hart, tiene la potestad no sólo 
de legislar sino también de enmendar la legislación existente.  El poder judicial 
debe, según la concepción de Martínez Torres, abstenerse de legislar porque los 
actos de legislación judicial violan los preceptos más fundamentales de nuestro 
orden democrático.142 Así, el Juez en la opinión concurrente del caso Yiyi Motors 
señala que “[e]s la Asamblea Legislativa la que luego de considerar todos los facto-
res envueltos incluyendo el impacto económico, . . .  decidirá si enmienda o no la 

  

138 PAOLO COMANDUCCI, RAZONAMIENTO JURÍDICO: ELEMENTOS PARA UN MODELO 67-68 (1999). 

139 Véase Gabriel N. Negretto, Diseño Constitucional y Separación de Poderes en América Latina, 
65 REV. MEX. SOC. 1, 41-47 (2003). 

140 In re Sánchez Ramos, 2008 TSPR 131, en la pág. 10, 174 DPR ___ (2008). 

 141 Rivera Fabregas v. Sanoguet Asencio, KLAN0201027, 2003 WL 21047201 (TA PR) (28 de febrero 
de 2003) (esto debe compararse con lo dicho en una ponencia ante los estudiantes de la Escuela de 
Derecho de la Universidad Católica donde afirma que los jueces están influenciados por sus vivencias 
y experiencias previas y que éstas influyen y colorean la decisión que eventualmente habrán de to-
mar).  Martínez Torres, supra nota 3, en la pág. 9. 

142 Véase Pueblo v. Santana Vélez, 2009 TSPR 158, en la pág. 8, 177 DPR ___ (2009).  
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ley de arbitrios”.143  De igual manera, en Super Asphalt Pavement Corporation el 
Juez adujo que “[n]uestro escrutinio al revisar la adjudicación de una subasta 
guarda la debida deferencia a los poderes del municipio, ejercidos a través de su 
junta de subastas. La separación de poderes nos exige ese análisis pues son los 
funcionarios del municipio y no los tribunales los encargados de administrar”.144  
De manera similar, en Castro Cruz señala que 

[E]n esta democracia representativa, tenemos el deber de acatar el mandato de 
los representantes elegidos por el Pueblo. Su noción de justicia recogida en las 
leyes cuya constitucionalidad se presume se impone sobre las visiones particula-
res que tengamos los jueces. La única excepción a esta norma es cuando se pre-
senta una impugnación constitucional a la ley. En esas situaciones, prevalece la 
Constitución como ley suprema.145 

Esta plena deferencia a la rama legislativa presupone la existencia de un le-
gislador racional, es decir, un legislador que domine las competencias lingüísti-
cas, los conceptos jurídicos y los supuestos técnicos, cualidades muchas veces 
ausentes en nuestros legisladores.146 Lo expresado anteriormente no sólo ilustra 
la visión del juez en cuanto a separación de poderes y los arreglos institucionales 
sino que también nos deja ver claramente dónde estriba la validez del Derecho 
en estos casos.  Sin duda, tenemos ante nos un juez hartiano que deriva la vali-
dez del Derecho de la Constitución que a su vez descansa, como señaláramos 
anteriormente en un entendido social.  No es de extrañar entonces que este tipo 
de juez,  ante una controversia constitucional trate de validar la constitucionali-
dad de una ley porque, en última instancia, éstas son el mandato de los represen-
tantes populares.   

Acorde con lo antes expuesto, no podemos ignorar que recientemente el 
juez Martínez Torres emitió una resolución sobre un pedido de recusación.  El 
mismo se fundamentaba en una interpretación editorial que hizo un periódico 
de circulación general de  la opinión disidente del juez en Yiyi Motors.147  Dicha 
opinión sostiene que:  

Es tiempo de que aceptemos que el cambio en visión y filosofía jurídica por el 
que atraviesa este Tribunal no significa el fin del mundo ni la hecatombe jurídi-
ca.  Se trata del flujo normal de la marea judicial en una democracia, producto 
indirecto del mandato del pueblo expresado donde corresponde, en las urnas. 

  

143 Yiyi Motors, 2009 TSPR 159, en la pág. 12, 177 DPR ___ (2009) (citas internas omitidas). 

144 Super Asphalt Pavement Corporation v. Municipio de Trujillo Alto, KLRA0300455, 2003 WL 
23268827 (TA PR) (26 de agosto de 2003). 

145 Castro Cruz v. Toro Martínez, KLAN0501459, 2006 WL 536171 (TA PR) (10 de febrero de 2006). 

146 CALVO GARCÍA, supra nota 39, en la pág. 150.  

147 EDITORIAL, supra, nota 15. 
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Ese es nuestro sistema constitucional, desmerecer ese proceso democrático no le 
hace bien a Puerto Rico.148   

Sobre estas expresiones, el  Juez sostiene que:  

En otras palabras, la Opinión de Conformidad hizo referencia a que lejos de sig-
nificar una hecatombe, las diferencias de criterio en el Tribunal son naturales 
ante la presencia de nuevos integrantes con una filosofía judicial propia.  Esos 
nombramientos son el resultado del mandato electoral dado al Gobernador y al 
Senado para llenar las vacantes existentes en el Tribunal Supremo.  Ese es nues-
tro sistema constitucional y no hay por qué desmerecerlo . . . . Por supuesto, una 
vez ocupan su cargo, los jueces en nuestro sistema tienen total independencia 
para decidir.  Esa independencia judicial significa que el juez va a resolver con-
forme a su conciencia, y a base de la ley y el Derecho, sin dejarse influenciar por 
los políticos, los cabilderos, por el resultado de las elecciones, los comentarios en 
la prensa ni las manifestaciones callejeras.  El proceso de nombramiento, en 
cambio, es distinto.149 

Como indicáramos anteriormente, el Juez no ha tenido la oportunidad de 
expresarse sobre separación de poderes Sin embargo, lo ilustrado nos arroja luz 
sobre decisiones futuras.  Es decir, que, antes que nada, el Juez entiende como 
indispensable la separación de poderes para mantener los valores democráticos 
contenidos en nuestra Constitución y que no son otra cosa que la objetivación de 
nuestro arreglo como sociedad.   Para ello, según sostienen los formalistas, es 
necesario que en la metodología de adjudicación los jueces y las juezas se cir-
cunscriban al proceso exegético.  La interpretación flexible de las leyes, tomando 
en consideración factores exógenos a la norma, equivaldría a usurpar funciones 
de otra rama de gobierno a quien la Constitución le ha conferido la potestad de 
legislar. 

Una vez más, aflora el juez hartiano que entiende que la validez del Derecho 
está en el conjunto normativo mismo.  La Constitución confiere poderes a la 
Asamblea Legislativa por medio de normas secundarias. Éstas le confieren al 
legislador la potestad de reglamentar el comportamiento de los ciudadanos y 
ciudadanas a través de normas primarias que no son otra cosa que las leyes que 
todas y todos estamos obligados y obligadas a establecer.  En este sentido, el juez 
Martínez Torres no hace otra cosa que incorporar a su análisis de la separación 
de poderes el esquema propuesto por Hart.   Sin embargo, ésta no es la única 
lectura posible que un juez dworkiniano podría proponer, pues  aun cuando los 
jueces y las juezas deben guiarse por la norma, hay unos principios que la tras-
cienden y que deben tomarse en cuenta.  Es decir, los jueces y las juezas no pue-
den sólo mirar a la Constitución para validar el Derecho sino que también deben 
considerar que esa Constitución está permeada por unos principios fundamenta-
les que también conforman el Derecho.  En esta última concepción, a diferencia 
  

148 Véase Yiyi Motors, 2009 TSPR 159, en la pág. 4 (opinión concurrente Martínez Torres).  

149 Martínez Román v. ELA, 2009 TSPR 176, en las págs. 3-4, 177 DPR ___ (2009). 
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de la positivista tradicional, una interpretación de la doctrina de separación de 
poderes no puede llevarnos a un resultado injusto.  Un ejemplo que podría ilus-
trar esto es la interpretación de la Ley para la Prevención de la Violencia Domés-
tica150 hecha por el Tribunal en Pueblo v. Ruiz donde la opinión mayoritaria con-
sidera una intención legislativa que no se desprende de la normativa, frente a la 
opinión disidente del juez Fuster Berlingeri quien señala que:  

Resulta, pues, que la lógica interna de la Ley, como su claro sentido literal, apun-
tan ambos a su aplicabilidad a las parejas homosexuales. No le compete a este 
Tribunal hacer una interpretación que sea contraria al claro sentido y a la clara 
letra de la Ley. Lo que nos compete aquí es acatar lo dispuesto por el legisla-
dor.151 

Si bien esto no se trata de una controversia de separación de poderes, nos 
ilustra cómo puede recurrirse a la legislación judicial para obtener un resultado 
que no es producto de un proceso formal pero que parece atender a los valores 
de quien adjudica.   

En el caso de Martínez Torres, quien en cuanto a separación de poderes pre-
senta una visión conservadora, habría que preguntarse si hay algo en su metodo-
logía de adjudicación que nos hiciera pensar que esta metodología se mantendría 
de presentarse un caso similar a Pueblo v. Ruiz.  El juez dworkiniano que aflora 
en los temas de Derecho de Familia no nos hace pensar que esta tendencia ha-
bría de mantenerse en casos como éstos.  Nos arriesgamos a pensar que la abs-
tención del activismo judicial termina cuando la doctrina de separación de pode-
res colisiona con principios y valores que, según el entendimiento del juez, per-
mean nuestro ordenamiento.  Así, todo depende de la perspectiva teórica y me-
todológica desde la cual se atienda una controversia. Aun cuando el juez asocia-
do Martínez Torres defiende la separación de poderes, el juez presidente Federi-
co Hernández Denton señala que  “muchas de las decisiones de las cuales Martí-
nez Torres ha formado parte son actos de legislación judicial”.152 

Poder entender desde qué perspectiva se acerca uno y otro nos ayuda a 
comprender resultados disímiles.  Esto demuestra que aun cuando el juez o jue-
za insista en darle una mirada completamente normativa y formalista al Dere-
cho, existen valores que forman parte del bagaje que cargan cuando se deciden 
las controversias.  De esta manera, el juez asociado Martínez Torres nos confir-
mó en la entrevista que los jueces y las juezas cargan con valores y principios que 
les son constitutivos. Lo importante es poder desvestirse de ellos a la hora de 
adjudicar.   

  

150 Ley para la Prevención e Intervención con la Violencia Doméstica, Ley Núm. 54 de 15 de agosto 
de 1989, 8 LPRA §§ 601-664 (2009). 

 151 Pueblo v. Ruiz Martínez, 159 DPR 194, 247 (2002). 

 152 Véase Yiyi Motors, 2009 TSPR  159 (Hernández Denton, opinión disidente). 
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iii. Procedimiento Penal 

Cuando el Estado acusa penalmente a un ciudadano o ciudadana, ejerce legí-
timamente su fuerza mediante la puesta en marcha de su aparato coercitivo.  Es 
sabido que dentro de la concepción liberal que fomenta las libertades individua-
les en todas sus formas, el Estado, cuando decide intervenir con un miembro o 
miembra de la comunidad política, debe asegurar unas garantías sustantivas y 
procesales que protejan los derechos fundamentales de esos acusados y esas acu-
sadas.  En nuestra jurisdicción estas garantías están contempladas en la Consti-
tución de Estados Unidos,153 en la Constitución del Estado Libre Asociado de 
Puerto Rico154 y en las Reglas de Procedimiento Criminal,155 estas últimas desti-
nadas a “[asegurar] la tramitación justa de todo procedimiento y [evitar] dilacio-
nes y gastos injustificados”.156 

Al igual que en la materia de Derecho Administrativo, el juez Martínez To-
rres resuelve mediante un procedimiento que muchos jueces y juezas compar-
ten.  Como hemos visto, la determinación fáctica es el primer paso en la cons-
trucción de la decisión.  En Pueblo v. Salazar Cintrón,157 el Juez relata la interven-
ción de unos agentes de la Policía de Puerto Rico con el acusado y el proceso en 
el cual éste resultó condenado.  Como vimos en el marco teórico, la determina-
ción fáctica constituye la premisa menor del esquema deductivo.  La selección de 
la norma aplicable constituye la premisa mayor. En este caso el juez Martínez 
Torres repasa la normativa general que caracteriza nuestro sistema garantista 
discutiendo específicamente aquélla que se aplica a los hechos del caso.  La espe-
cificación del significado de la norma aplicable en este caso está dada por el mo-
mento de subsunción donde los hechos que constituyen la premisa menor se 
ajustan a la premisa mayor. En este caso, el juez que repasa la normativa y sos-
tiene que para que un tribunal encuentre causa probable por un delito distinto al 
contenido en la denuncia, debe presentarse un pliego acusatorio del delito que 
se imputa.  El último paso es la decisión final. En nuestro ejemplo, resulta en la 
revocación de la sentencia por no surgir de los hechos que se haya cumplido con 
los requisitos establecidos por la norma.  Una vez más vemos cómo la forma 
descrita para el silogismo práctico aplica a las decisiones de Martínez Torres. 
Simplificando un poco la decisión para ilustrar al lector o la lectora el silogismo 
se da de la siguiente forma: para poder imputar delito éste tiene que estar conte-
nido en el pliego acusatorio; al acusado se le encontró causa probable por un delito 
distinto al contenido en la denuncia y el Ministerio Público no lo incluyó en el plie-

  

 153 CONST. EEUU enmd. IV. 

154 CONST. PR art. 2, §§ 10-11. 

 155 R. de Proc. Crim., 34 LPRA Ap. II, RR. 1-255 (2007). 

156 Id. R. 1  

 157 Pueblo v. Salazar Cintrón, KLAN080034, 2008 WL 5112066 (TA PR) (24 de octubre de 2008). 
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go acusatorio por tanto no se le puede imputar el delito al acusado y procede revo-
car la determinación emitida por el Tribunal de Primera Instancia.  

De otra parte, el caso de Pueblo v. Caraballo Alvárez158 es uno interesante 
porque se confirma una decisión del Tribunal de Primera Instancia donde se 
absuelve al acusado del delito de asesinato pero se le impone una sentencia de 
diez años de reclusión sin beneficio de sentencia suspendida por el delito de 
portación de armas contemplado en el artículo 5.04 de la Ley de Armas. El caso 
llega a nivel apelativo porque el acusado encontró que erró el Tribunal al no 
aplicarle el beneficio de sentencia suspendida.  El esquema de la decisión es el 
mismo que se ilustró en el caso anterior, es decir 1) determinación fáctica; 2) 
determinación de la norma aplicable; 3) la especificación del significado de la 
norma aplicable y 4) decisión final.  Para formular la decisión final Martínez 
Torres recurre a la Ley de Sentencia Suspendida y Libertad a Prueba159 y a la ju-
risprudencia que la interpreta.  Así, el Juez destaca que la jurisprudencia ha di-
cho que el beneficio de sentencia suspendida es un privilegio y no un derecho y 
que el Tribunal Apelativo revisará sólo si la denegatoria fue hecha arbitrariamen-
te.   A partir de lo que se observa hasta el momento, no es extraño pensar que el 
Juez analizará si hubo o no abuso de discreción para entonces entender en el 
recurso.  En esta ocasión, Martínez Torres concluye que no hubo abuso de dis-
creción y por tanto confirma la sentencia.  En este caso se debe resaltar que el 
acusado alegaba que aun cuando lo habían absuelto del delito de asesinato, le 
habían impuesto la pena que correspondía a éste.   Cabe aclarar que de la deci-
sión del apelativo no se desprenden hechos que pudieran confirmar o negar el 
abuso de discreción. El silogismo es el mismo 1) premisa mayor (Ley de Senten-
cia Suspendida y Libertad a Prueba); 2) premisa menor (hechos del caso) y 3) 
resultado producto de la subsunción de la premisa menor en la premisa mayor 
(confirmación de sentencia).  Un juez con una perspectiva realista podría decir 
sobre este caso que el objeto de la decisión siempre es uno contingente que debe 
ser examinado en su multiplicidad y que además no se pueden divorciar los jui-
cios de realidad de los juicios de valor.  Para un juez realista, la lógica formal es 
insuficiente para analizar estos casos y razona a base de problemas prácticos y de 
la búsqueda de soluciones probables.160  Posiblemente se hubiese atendido en los 
aspectos circundantes a la decisión de instancia, los valores sociales envueltos, la 
posibilidad de la rehabilitación y la búsqueda de una solución práctica que 
atienda la problemática específica del acusado. 

Puerto Rico v. Viruet Camacho161 estuvo ante la consideración del juez aso-
ciado Martínez Torres a nivel apelativo y posteriormente la decisión emitida fue 
  

158 Puerto Rico v. Caraballo Álvarez, KLAN0601536, 2008 WL 5112068 (TA PR) (9 de octubre de 
2008), en la pág. 2. 

159 Ley de Sentancia Suspendida y Libertad de Prueba, Ley Núm. 259 de 3 de abril de 1946, 34 
LPRA § 1027 (2004).  

160 CARLOS IGNACIO MASSINI, SOBRE EL REALISMO JURÍDICO 125 (1978). 

 161 Puerto Rico v. Viruet Camacho, KLCE070251, 2007 WL 1384439 (TA PR) (16 de marzo de 2007). 



364 REVISTA JURÍDICA UPR Vol. 80 

confirmada por el ex juez Rebollo López en nuestro más alto foro.  En este caso, 
el juez Martínez Torres denegó la expedición de un auto de certiorari que solici-
taba la revocación de una denegatoria del Tribunal de Instancia de suprimir una 
confesión porque, alegadamente, el acusado no había renunciado voluntaria, 
consciente e inteligentemente a su derecho de no autoincriminarse.  Al estar en 
juego es la admisibilidad de una confesión la premisa mayor es la normativa que 
regula y los requisitos que se deben cumplir para que el derecho a la no autoin-
criminación ha sido renunciado y por ende se pueda admitir una confesión en 
evidencia.  En el razonamiento formalista que hemos descrito en los casos ante-
riores, el juez Martínez Torres entendió que los hechos, premisa menor, demos-
traban que los requisitos habían sido probados por el Ministerio Público y por 
ende no correspondía revisar la decisión de Instancia de admitir la confesión 
hecha por Viruet Camacho a su hermano policía.  El acusado acudió en certiorari 
al Tribunal Supremo.  De una manera igual de formalista, el juez Rebollo López 
sostiene que la confesión de Viruet Camacho es admisible en evidencia por haber 
cumplido con los requisitos establecidos para ello.  Ahora bien, este caso particu-
lar, como la mayor parte de los casos quedan enmarcados en los casos fáciles, es 
decir que su solución se da dentro de lo que Hart denominaría el núcleo de cer-
teza.  En este sentido, cuando los hechos del caso parecen ajustarse a la normati-
va vigente los jueces y juezas no necesitan recurrir a factores exógenos a la nor-
ma para sustentar su decisión; todo pareciera reducirse al proceso de exégesis.  
En Viruet Camacho lo que estaba de por medio era si un oficial de orden público 
que a su vez era hermano del acusado actuó como agente del Estado cuando 
Viruet Camacho le confesó el asesinato de su compañera consensual.  No fue 
difícil para ninguno de los dos jueces el proceso de subsunción de los hechos al 
Derecho pues estaba claro que éste no actuaba como agente del orden público 
en ese momento.   

Otro ejemplo del razonamiento formalista del juez Martínez Torres a nivel 
apelativo se puede observar en Pueblo v. López Rodríguez.162  En este caso, el Mi-
nisterio Público solicita que se revoque una decisión de Instancia que desestima 
una acusación por falta de prueba sobre los elementos del delito. El proceso de 
razonamiento judicial es idéntico a lo expuesto anteriormente. En primer lugar, 
se hace la determinación fáctica. En este caso, lo relevante es que el acusado se 
sentó en un banco a beber una botella de vino y a pensar cómo le daría muerte a 
otro sujeto y que posteriormente fue a su casa, buscó un bate y le propinó una 
paliza a la víctima que le causó la muerte.  Estos hechos describen la conducta 
típica de asesinato, que en este caso constituye la normativa aplicable y nuestra 
ya conocida premisa mayor.  Así, cuando se subsumen los hechos en el Derecho 
se puede concluir que López Rodríguez se sentó a pensar cómo dar muerte a la 
víctima y que finalmente lo hizo. Ello fuerza a concluir que los elementos del 
delito de asesinato están presente y por ende, procede un juicio por asesinato en 
primer grado.  
  

162 Pueblo v. López Rodríguez, KLCE060284, 2006 WL 2261311 (TA PR) (29 de junio de 2006). 
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El caso Pueblo v. Aponte Nolasco I163 es uno particularmente especial.  Aun-
que es un razonamiento formalista de nuestro Derecho positivo, este caso fue 
revocado por el Tribunal Supremo en opinión del juez presidente Federico Her-
nández Denton en Pueblo v. Aponte Nolasco II.164  A su vez, la opinión emitida 
por Hernández Denton fue revocada en  Pueblo v. Díaz de León,165 opinión emiti-
da por el hoy juez del Tribunal Supremo Rafael Martínez Torres.  Esto podría ser 
indicativo de lo que hemos señalado anteriormente como el juez dworkiniano, es 
decir, un juez que cree que aún en los casos difíciles existe una única solución 
correcta.  

En Pueblo v. Aponte Nolasco I el Ministerio Público acude al Tribunal de 
Apelaciones solicitando se revoque una determinación de no causa.166  Pareciera 
ser que Martínez Torres entiende que la solución correcta para una revisión de 
una determinación de no causa es la vista preliminar en alzada y no la revisión 
apelativa por medio del recurso de certiorari. Es esto lo que nos hace pensar que, 
detrás del excesivo formalismo, se esconde lo que llamamos como el juez dwor-
kiniano.  En este caso, el Juez se sirve de la regla 24(c) de Procedimiento Penal y 
la interpreta restrictivamente para concluir que el Ministerio Público debía acu-
dir primero en alzada.  El proceso lógico es idéntico a lo que hemos venido ob-
servando, a saber: 1) el remedio que tiene el fiscal para la determinación de no 
causa es la vista preliminar en alzada según lo estipula la norma; 2) el Ministerio 
Público recurrió al Tribunal Apelativo mediante recurso de certiorari para revisar 
la determinación de no causa del Tribunal de Instancia; 3) de esto se desprende 
que no se cumplió con lo establecido en la premisa mayor y 4) por tanto procede 
denegar el auto de certiorari pues el remedio que corresponde es el contemplado 
en la norma.  

Sobre este razonamiento, en Aponte Nolasco II el Tribunal Supremo de Puer-
to Rico, por medio del Juez Presidente razona de una manera igualmente forma-
lista aunque, a diferencia de Martínez Torres, se utiliza una normativa diferente 
lo propende en una decisión distinta.167  Es decir, en la revisión, el Juez Presiden-
te, en lugar de cernirse a la norma estatutaria, recurre a la jurisprudencia inter-
pretativa, cosa que el juez a nivel apelativo ignora.  Desde esta perspectiva, si se 
quisiera hacer un crítica a ambos planteamientos, desde el escepticismo de la 
norma podríamos decir que la incertidumbre precisamente está en lo que la 
norma no regula o pareciera no regular.  Es decir, si la norma fuese totalizadora 
no habría necesidad de jurisprudencia interpretativa y por ende habría unifor-
midad en el proceso decisional.168 

  

163 Pueblo v. Aponte Nolasco I, KLCE0400775, 2004 WL 2370770 (TA PR) (7 de julio de 2004).  

164 Pueblo v. Aponte Nolasco II, 167 DPR 578 (2006). 

165 Díaz de León, 2009 TSPR 142. 

166 Aponte Nolasco I, KLCE0400775, 2004 WL 2370770. 

167 Aponte Nolasco II, 167 DPR 578 (2006). 

168 Véase LLOYD’S, supra nota 6, en la pág. 682. 
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Ahora bien, en  Pueblo v. Díaz de León aparece ante nos lo que denominamos 
un formalista dworkiniano.  Esto es así porque el Juez no sólo nos deja ver que 
cree en una solución correcta (la misma expuesta en Aponte Nolasco I) sino tam-
bién porque nos aclara que  “precisamente porque el proceso judicial es dinámi-
co, existe el mecanismo para descartar un precedente en orden de asegurar el 
funcionamiento adecuado del Derecho”.169  En oposición a esta concepción for-
malista dworkiniana el Juez Presidente se sitúa en el instrumentalismo y desde 
allí nos advierte que “la nueva doctrina del Tribunal abona a la redundancia y a 
la ineficacia procesal, en detrimento de la responsabilidad del Estado de atender 
con diligencia y prioridad las causas penales”.170  Ahora bien, esta concepción 
instrumentalista con atención más que a la resolución de la controversia, a las 
implicaciones de su resultado no quiere decir que Hernández Denton se aleje de 
la norma, es más, la reivindica e indica que “la normativa expuesta en Aponte 
Nolasco y Colón Mendoza no era claramente errónea, sino que en ambos casos se 
aplicaron de manera fidedigna y práctica los estatutos y la jurisprudencia rela-
cionada con el recurso de certiorari”.171 Aunque se trate de la interpretación de la 
norma, ésta no puede hacerse de manera formalista porque “poco bien haríamos 
si en vez de interpretar nuestras leyes en armonía con el contexto social en el 
que vivimos, le damos la espalda a esa realidad para adoptar normas que son el 
producto del mero ritualismo procesal”.172  Este caso ejemplifica muy bien cómo, 
desde aproximaciones diferentes, pueden llegarse a resultados distintos y nos 
demuestra además lo imprescindible de conocer las diferentes teorías del Dere-
cho que acompañan las decisiones de nuestros magistrados. 

iv. Derecho Laboral 

Como señaláramos en la sección correspondiente a la manera de adjudicar, 
vemos que el proceso deductivo comienza con una premisa mayor; ésta no es 
otra cosa que la norma que el juez considera aplicable.173 En el caso Ramón Mi-
randa Ayala v. Hospital San Pablo,174 dicha premisa está dada por la ley federal 
conocida como Labor Management Relations Act. Esto no quita que el proceso se 
nutra de decisiones judiciales intermedias que a su vez fueron validadas por un 
proceso deductivo anterior, desconocido como precedente.175   Así, vemos cómo 

  

169 Díaz de León, 2009 TSPR 142, en la pág. 12 (citando a  E. MALTZ, THE NATURE OF PRECEDENT, 66 

N.C.L. REV. 367 (1988)). 

170 Id. (Hernández Denton, opinión disidente). 

 171 Id. en la pág. 23. 

 172 Id. en la pág. 31. 

 173 COMANDUCCI, supra nota 138, en la pág. 72. 

174 Miranda Ayala v. Hospital San Pablo, KLAN050908, 2006 WL 1050131 (TA PR) (28 de marzo de 
2006). 

 175 COMANDUCCI, supra nota 138, en la pág. 72. 
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el juez nutre su decisión con lo decidido previamente en Vargas v. Molinos Na-
cionales, Inc.176 y a base de lo establecido llega a la conclusión de que “un Estado 
(entiéndase también Puerto Rico) no tiene facultad alguna para intervenir en 
asuntos que caen bajo la jurisdicción de la Junta Nacional de Relaciones del Tra-
bajo”. Con este apoyo estatutario y jurisprudencial concluyó que el Tribunal de 
Primera Instancia no tenía jurisdicción para atender el reclamo de despido injus-
tificado por organización gremial.  Es importante destacar que el uso del prece-
dente y el silogismo denota que la validez del Derecho, para Martínez Torres, 
radica en la aplicación estricta de la norma y la jurisprudencia que la interpreta, 
al menos en su función de juez del Tribunal Apelativo. 

Para contrastar el silogismo jurídico, el instrumentalismo, como metodolo-
gía de adjudicación, sería una alternativa.  Así, además de la norma, se tomarían 
en cuenta las consecuencias de la decisión, en este caso privar de remedio al 
trabajador.  Si el juez que nos ocupa tuviese una concepción transnormativista 
del Derecho hubiese considerado factores sociales, históricos y políticos como 
parte de su decisión.  Consideraría, por ejemplo, que el Hospital San Pablo y el 
empleado no están en igualdad de condiciones y que privar de jurisdicción al 
Tribunal de Instancia equivaldría a desalentar, por ejemplo, la sindicalización. 

De manera similar, el juez Martínez Torres a nivel apelativo decidió en el ca-
so de Hernández Román v. Securitas Security Services.177  En este caso, la deman-
dante alegaba discrimen en el empleo por razón de impedimento y recurría una 
sentencia del Tribunal de Instancia que dictaba sentencia sumaria parcial a favor 
de dos co-demandados.  El proceso decisional es similar a lo que hemos observa-
do en casos anteriores, es decir, que se hace una determinación fáctica para lue-
go identificar la normativa aplicable a esa situación determinada.  En este caso se 
trataba de dilucidar quién podía ser considerado patrono a los efectos de una 
reclamación por discrimen en el empleo.  Para ello, el Juez recurre nuevamente 
al silogismo como herramienta decisional y concluye que los codemandados no 
podían considerarse patronos de la demandante. La decisión final es la proce-
dencia de la sentencia sumaria parcial.   

Otro ejemplo de este proceso de adjudicación es el caso de Colón Ledee v. 
Guardiola. En este caso se procede a definir qué es un empleado o empleada de 
confianza y la diferencia entre éstos y los y las de carrera. Para ello se recurre a 
diferentes precedentes que establecen la discrecionalidad del nominador o de la 
nominadora para conservar o remover  a un empleado o una empleada de con-
fianza.178  La validez del uso del precedente como norma jurídica radica en que 
éstos han pasado a su vez por el procedimiento formal de elaboración jurídica.  
De esta manera, al poder ajustar el puesto de la demandante a una posición de 
confianza, el juez Martínez Torres concluyó que el despido no había sido injusti-
  

176 Vargas Sepúlveda v. Molinos Nacionales, Inc., 134 DPR 919, 925 (1993). 

 177 Hernández Román v. Securitas Security Services, KLAN0802014, 2009 WL 728310 (TA PR) (13 
de febrero de 2009). 

178 Colón Ledee v. Guardiola, KLAN0601349, 2007 WL 2221381 (TA PR) (21 de junio de 2007). 
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ficado por el nominador tener discreción para conservar o remover a los emplea-
dos y las empleadas de confianza.  En este caso, un juez o una jueza no formalis-
ta hubiese tomado en consideración factores como el impecable desempeño de 
la demandante, su entereza ética, las presiones indebidas por parte del deman-
dado, entre otros y probablemente concluiría que el despido fue discriminatorio 
aun cuando el patrono tenía discreción para hacerlo. 

A nivel del Tribunal Supremo, Martínez Torres ha tenido la oportunidad de 
expresarse en  Rivera Figueroa v. Autoridad de Acueductos y Alcantarillados179, 
donde nos deja ver nuevamente a un juez diferente al juez apelativo. En esta 
ocasión, aparece el juez formalista dworkiniano quién cree en una única decisión 
correcta y al que nos ha acostumbrado a nivel del último foro.  En este caso, si 
bien el juez no se aparta de la aplicación de la ley aclarando que “[c]uando una 
ley es clara y libre de toda ambigüedad, su letra no debe ser menospreciada bajo 
el pretexto de cumplir su espíritu”,180  reconoce que existe un principio de libera-
lidad que opera a favor del obrero o la obrera en la interpretación de la legisla-
ción laboral pero indica que ello no puede ser fundamento para ignorar el texto 
de la ley.  De esta manera, por primera vez hasta el momento entra en conside-
raciones de política pública y sostiene que “no podemos crear una excepción que 
el legislador no contempló, en detrimento de la clara política pública a favor del 
trabajador”.181 

De esta manera, en Santiago Rivera Figueroa, el juez Martínez Torres con-
firmó las determinaciones del Tribunal de Primera Instancia al revocar la deci-
sión del Tribunal de Apelaciones en cuanto al reclamo de daños causados por el 
patrón discriminatorio y las represalias por parte de la Autoridad de Acueductos 
y Alcantarillados de Puerto Rico (AAA).  Para atender el recurso, el Juez acude a 
la Ley de Represalias, constituyendo ésta la premisa mayor.182  La médula del 
asunto la atendió citando el Artículo 2(a)183 de dicha ley, el cual dispone que 
“[n]ingún patrono podrá despedir, amenazar o discriminar contra un empleado . 
. . porque el empleado ofrezca o intente ofrecer, verbalmente o por escrito, cual-
quier testimonio, expresión o información ante un foro legislativo, administrativo 
o judicial . . .”.184 Además, se apoya en la jurisprudencia para aclarar que cuando 
“[u]n empleado establece un caso prima facie o una presunción a su favor cuando 
prueba que: (1) participó en una actividad protegida por ley y (2) subsiguiente-

  

179 Rivera Figueroa v. Autoridad de Acueductos y Alcantarillados, 2009 TSPR 162, 177 DPR ___ 
(2009). 

180 Id. (citando al CÓD. CIV. PR art. 14, 31 LPRA § 14 (1993 & Supl. 2010); Román v. Superintendente 
de la Policía, 93 DPR 685 (1966)). 

 181 Id. en la página 34. 

182 Ley de Represalias, Ley Núm. 115 de 20 de diciembre de 1991, 29 LPRA §§ 194-194(b)(2002). 

183 Id. § 194(a). 

184 Rivera Figueroa, 2009 TSPR 162, en la pág. 20. 
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mente fue despedido, amenazado o discriminado en su empleo”.185  Surge de los 
hechos del caso que el empleado, en el curso de sus labores del empleo, presen-
taba unos informes ante la “Environmental Pollution Agency” (EPA) y se comu-
nicaba con sus agentes.  Dichos informes eran detrimentales para la AAA ya que 
la exponían a sanciones. A raíz de esto, Rivera Figueroa experimentó discrimen 
por sus superiores al amparo de las protecciones de la Ley de Represalias. Estos 
hechos constituyen la premisa menor.  La metodología del Juez parece ser clara 
en la conclusión donde, de manera lógica, dedujo que aplicando el Derecho a los 
hechos probados, la AAA era responsable por los daños ocasionados al emplea-
do.  Sin embargo, hemos visto  que bajo la pretensión de cernirse a la letra de la 
ley y aplicarla de manera lógica, la decisión estuvo permeada por el principio de 
liberalidad y consideraciones de política pública que nos llevan a pensar al Juez 
como un juez formalista dworkiniano.   

En González Sotomayor v. Mayagüez Resort & Casino186 se priva de jurisdic-
ción a los tribunales locales para atender una reclamación de despido injustifica-
do, entender que el campo ha sido ocupado por lo que dispone la Ley Taft-
Harley.  Lo interesante aquí es cómo el Juez concluye que una reunión que el 
empleado pidió para discutir con el patrono condiciones de empleo constituyó 
un intento de sindicalización. El Juez comienza su proceso decisional discutien-
do y definiendo el concepto jurisdicción y sus distintos tipos.  Posteriormente, se 
encarga de la doctrina de campo ocupado y cómo la legislación federal para re-
gular las relaciones obrero-patronales ha ocupado el campo, lo que tiene el efec-
to de privar de jurisdicción a los tribunales estatales y señala como único foro 
disponible la Junta de Relaciones del Trabajo Federal.  Interferir con el derecho a 
organizarse constituye una práctica ilícita bajo la Ley Taft-Harley y por tanto el 
foro exclusivo para dilucidar ese reclamo es la Junta de Relaciones Laborales.  
Hasta aquí la normativa aplicable que, como ya es sabido, constituye nuestra 
premisa mayor. 

Ahora bien, la determinación fáctica indica que el demandante había solici-
tado una reunión con el patrono lo cual, curiosamente, el Juez identifica como 
actividades concertadas.  En este punto podemos ver cómo Martínez Torres se 
aleja de la conclusión  silogística para inducir que aquella reunión era la antesala 
a la sindicalización, lo que tiene el efecto de dejar sin remedio al demandante 
por falta de jurisdicción.  Sobre esta conclusión, un juez o una jueza realista que 
se acerque desde el escepticismo  de los hechos podría preguntarse qué hechos el 
juez Martínez Torres no ha tomado en consideración para poder concluir que el 
pedido de una reunión constituye un intento de organización de los trabajadores 
y las trabajadoras.187  

  

185 Id. en la pág. 9. 

186 González Sotomayor v. Mayagüez & Casino, 2009 TSPR 140, 176 DPR ___ (2009). 

187 Véase Jerome Frank, Law and the Modern Mind, en LLOYD’S, supra nota 6, en las págs. 732-33. 
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Esta parece ser la perspectiva de la jueza asociada Liana Fiol Matta quien, en 
una extensa opinión disidente, señala que “[l]a opinión mayoritaria omite hechos 
medulares de este caso”.188  La Jueza señala además que la opinón “asume la exis-
tencia de una actividad concentrada sin definir esta figura jurídica, sin aplicar las 
características de los concepto a los hechos y sin contar con un expediente que 
sustente su apreciación”.189 La Jueza Asociada parece sugerir que existe un error 
en la metodología de adjudicación ya que no se recurrió al proceso de inferencia 
lógica sino que se arriba a la conclusión por un proceso inductivo.  

Tanto la construcción de la opinión del juez Martínez Torres como la crítica 
a ésta, hecha por la jueza Fiol Matta, nos deja ver cómo es posible separarse del 
formalismo estricto en muchas ocasiones.  En este caso, por ejemplo, vemos có-
mo se puede tener una impresión sobre el resultado correcto de un caso y así 
acercarse o alejarse de la norma escrita.  Es decir, el Derecho no es solamente la 
norma escrita sino también las premisas ideológicas que permean una deci-
sión.190  Así, según los realistas, muchas controversias están resueltas de ante-
mano y la opinión se construye a base de premisas que justifican la decisión. 

Señalábamos anteriormente que el juez Martínez Torres parece haber aban-
donado aquel juez normativo-formalista en el Tribunal de Apelaciones.  En este 
sentido, las decisiones a nivel laboral en el Tribunal Supremo hacen eco de lo 
que nos señalara en la entrevista: el cambio de lugar significó la posibilidad de 
pactar Derecho y para así hacerlo hasta el más  formalista reconoce que es impo-
sible no tomar en cuenta factores exógenos a la norma.  Martínez Torres también 
indicó en entrevista que en los casos laborales, por ejemplo, siempre deben 
atenderse las consecuencias de la decisión. Una de éstas es el impacto que podría 
tener la decisión en la generación de empleo.  Por ello es importante poder reco-
nocer las premisas inarticuladas que permean una decisión.  Así, podríamos 
arriesgarnos a decir que, aun cuando las decisiones a nivel del Tribunal Supremo 
todavía son muy pocas, el juez asociado Martínez Torres interpretará restricti-
vamente la normativa que regula a los trabajadores y trabajadoras cuando la 
decisión pudiese tener incidencia en el nivel de empleo.  Es más, se puede prede-
cir además que no sólo recurrirá a la interpretación restrictiva sino también que 
nutrirá su decisión de factores exógenos a la norma e intercambiará el método 
deductivo que lo caracteriza por uno inductivo que garantice el resultado que 
entienda correcto. 

  

188 González Sotomayor, 2009 TSPR 140, en la pág. 4 (Fiol Matta, opinión disidente). 

189 Id. en la pág. 37.  

190 LLOYD’S, supra nota 6, en la pág. 682. 
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2. Derecho Privado 

i. Derecho de Familia 

En esta sección limitamos nuestro estudio de metodología de adjudicación a 
los casos que el juez asociado Martínez Torres decidió en el Tribunal de Apela-
ciones de Puerto Rico, pues desde su llegada a nuestro más alto foro judicial, no 
ha emitido una opinión relacionada a los temas de Derecho de Familia. 

En James Jimmy Hazel Rivera v. Carmen I. Guzmán Ortíz, el juez Martínez 
Torres revocó una sentencia de divorcio por ruptura irreparable y devuelve el 
caso a Instancia para que se ordene una vista adversativa de divorcio y se senten-
cie por la causal en la cual se basó la demanda.191  Este caso es interesante porque 
el juez no recurre al silogismo práctico que ha caracterizado sus decisiones ante-
riores.  Esto no quiere decir que se aleje de la normativa vigente sino más bien 
que la aplicación de la norma es una comprensiva. En este sentido, el juez Martí-
nez Torres examina los hechos y sostiene que de éstos no se desprende que se 
haya enmendado la alegación inicial, lo que no le permite poder continuar con el 
proceso de subsunción y entonces para disponer el caso no le queda otra opción 
que recurrir a la aplicación de una norma diferente.  De esta manera, el Juez sos-
tiene que aun cuando de los hechos surgiera que la demanda de divorcio había 
sido enmendada por las alegaciones, la causal por la cual se dictó sentencia es 
inexistente en nuestro ordenamiento y procede revocar.  Aquí pareciera haber 
indicios, a nivel apelativo, del juez formalista dworkiniano con quien nos hemos 
topado en el Tribunal Supremo.  Si bien no hay consideraciones de principios, la 
decisión está permeada por la creencia de una solución correcta: la sentencia de 
divorcio no procede.  

En Fernando Castro Cruz v. Michelle Toro Martínez,192 el juez Martínez To-
rres tuvo la oportunidad de expresarse sobre relaciones paterno filiales.  Castro 
Cruz solicitaba al Tribunal Apelativo que revocara una sentencia de Instancia 
que desestimaba una  impugnación de paternidad y declaraba con lugar una 
reconvención sobre alimentos. El Juez sostiene que “[a]unque consideremos de-
masiado cortos los términos para instar la acción de impugnación de reconoci-
miento, ni el tribunal a quo ni este foro puede cambiar o interferir con lo esta-
blecido en la jurisprudencia y lo dispuesto en el Código Civil de Puerto Rico”.193  
Es cierto también que a nivel apelativo el juez no tiene discreción en la aplica-
ción de Derecho pero estas expresiones arrojan luz de cómo se decidiría el caso a 
nivel del Tribunal Supremo si no contáramos con una nueva Ley de Paternidad.  
No es raro pensar que un juez que entiende que la certeza es uno de los principa-
les valores del ordenamiento, busque promover que la realidad biológica con-
  

 191 Hazel Rivera v. Guzmán Ortíz, KLAN070461, 2007 WL 4623038 (TA PR) (14 de noviembre de 
2007). 

192 Castro Cruz, KLAN0501459, 2006 WL 536171. 

193 Id. en la pág. 7. 
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cuerde con la realidad jurídica y por ello entienda que son necesarios términos 
más flexibles.  Ahora bien, aun cuando el Juez sostiene que la impugnación de 
paternidad no procede, abandona el formalismo característico y en una decisión 
puramente pragmática afirma que lo que procede es nombrarle un defensor ju-
dicial al menor para que éste pueda buscar su verdadera filiación.  Nuevamente 
aparece aquí el juez dworkiniano que entiende que la solución correcta debe 
traer por resultado una equivalencia entre la realidad biológica y la realidad jurí-
dica y resuelve conforme a esa creencia.  Respecto a esto, un juez o una jueza 
feminista argumentaría que esta decisión es producto de un orden patriarcal que 
permite a los hombres buscar la hendija en el Derecho para perpetuar la opre-
sión de las mujeres.  De esta manera, podría decirse que en lugar de buscar el 
mejor bienestar de los y las menores esta decisión busca reivindicar la honra del 
hombre que no es padre.  Así, a la hora de decidir  nos inclinamos a pensar que 
un juez o una jueza feminista haría una interpretación restrictiva de la norma, 
aplicando los términos de caducidad, porque reconocería que reducir la paterni-
dad a una prueba biológica es caer en un análisis esencialista que ignora la com-
plejidad de las relaciones filiales.  

Martínez Vega v. Cordero Velázquez,194 al igual que Castro Cruz,195 es un caso 
sobre impugnación de paternidad.  Aquí afloja el juez dworkiniano al recoger el 
principio de liberalidad en la enmienda de las alegaciones y al establecer que “la 
justicia queda mejor servida al permitir la enmienda que al no hacerlo”196 permite 
se corrija un error en la demanda.  La corrección en este caso viabilizaba la im-
pugnación de paternidad que estaba solicitando el demandante.  Esta decisión 
contrasta con Martinez Vega II197 donde la jueza apelativa Hernández Torres 
interpretó restrictivamente el término de caducidad y señaló que aun cuando el 
apelante señalara que los términos de caducidad no pueden primar sobre la 
realidad científica, no es el rol del Tribunal modificar la norma y advierte que 
aquél que reconoce voluntariamente a un niño o una niña debe cerciorarse de 
que realmente es su hijo o su hija.  En el razonamiento jurídico de la jueza Her-
nández Torres se ilustra lo que indicáramos anteriormente respecto a la metodo-
logía de adjudicación de una jueza o un juez feminista.  Vemos que una aproxi-
mación no formalista, como la de la jueza Hernández Torres, hace hincapié en la 
consecuencia de los resultados. Es decir, el Derecho está conformado no sólo por 
la norma  sino también por las consecuencias de su aplicación. En el caso de la 
impugnación de la paternidad permitir que los hombres puedan impugnarla en 
cualquier momento va en detrimento de una clara política pública que busca 
proteger el mejor interés y bienestar de los menores.   
  

194 Martínez Vega v. Cordero Velázquez, KLAN0601080, 2007 WL 630062 (TA PR) (10 de enero de 
2007). 

195 Castro Cruz, KLAN0501459, 2006 WL 536171. 

196 Martínez Vega, KLAN0601080, 2007 WL 630062. 

197 Martínez Vega v. Cordero Velázquez, KLCE0701630, 2008 WL 2716736 (TA PR) (20 de mayo de 
2008). 
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Señalábamos al principio de este acápite que el juez asociado Martínez To-
rres aún no se ha expresado en cuanto a Derecho Familia a nivel del Tribunal 
Supremo. Esto nos impide comparar qué consideraciones, si alguna, cambian 
cuando se trata de pactar Derecho. Lo analizado en los párrafos anteriores, su-
mado a los casos que hemos podido estudiar, pero que no son parte de este escri-
to, se podría argumentar que hay ciertos valores que Martínez Torres entiende 
que se tienen que proteger. En los casos de impugnación de paternidad el juez 
dworkiniano entiende que la solución correcta de los casos es el ajuste de la 
realidad biológica a la realidad jurídica. De esta manera, muchas veces nos en-
contraremos que el proceso deductivo que utiliza en materias como Derecho 
Administrativo es sustituido muchas veces por un proceso inductivo cuando se 
trata de Derecho de Familia. Indicábamos además que existen valores y princi-
pios que permean las decisiones. Sin duda, un juez conservador tenderá a validar 
la familia nuclear, la filiación, el matrimonio, entre otros.   

CONC L US IÓN  

Este trabajo nos ha dado la oportunidad de examinar la metodología de ad-
judicación del ex juez asociado Baltasar Corrada del Río y del juez asociado Ra-
fael Martínez Torres desde el punto de vista de la teoría del Derecho.  Según 
nuestro análisis, encontramos abordajes similares entre éstos.  Hemos visto unos 
jueces que, en la mayoría de los casos, están arraigados fielmente a la letra de la 
ley, aplican de forma mecánica la misma sin consideraciones externas, buscan 
promulgar la certeza y la consistencia del ordenamiento y tienen una visión de 
un tribunal pasivo que se dedica a utilizar las herramientas que le provee el or-
denamiento para resolver controversias de Derecho. 

Acorde con lo dicho anteriormente, aquéllos y aquéllas que hacen de este ti-
po de metodología su principal herramienta de resolución de controversias, su-
ponen que el Derecho positivo siempre tendrá una premisa mayor (norma jurí-
dica) susceptible de ser aplicada a una premisa menor (hechos del caso) que 
permiten llegar a una conclusión válida.  Como expresáramos, este método de 
adjudicación se basa en que el Derecho debe ser certero, objetivo, neutral y ase-
gura proveer esas garantías mediante la aplicación mecánica del Derecho tal 
como es. 

Hemos visto también, que una concepción descriptiva del Derecho, es decir, 
el Derecho como lo que es o está, implica limitar la función del juez o la jueza.  
Si el Derecho es lo puesto y la función del juez o la jueza es su aplicación, adjudi-
car tomando en cuenta factores exógenos podría poner en riesgo valores ponde-
rados por estas corrientes metodológicas y que se han discutido en este artículo. 
A modo de ejemplo, algunos de ellos son la certeza, la objetividad y la neutrali-
dad.  En todo caso se podría decir que una interpretación que se nutre de los 
social, lo político, lo histórico, lo racial, lo relativo al género, entre otros factores, 
no es una interpretación del Derecho sino más bien una creación de nuevas 
normas. Dentro de una democracia constitucional, esa función le está reservada 
al poder legislativo. 
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Esto nos lleva nuevamente a las vistas de confirmación de la recién nombra-
da jueza del Tribunal Supremo de Estados Unidos, Sonia Sotomayor: ¿son los 
jueces y las juezas entonces meros y meras árbitros que de manera lógica aplican 
el Derecho a los hechos y obtienen una conclusión?  En parte pareciera ser que 
sí, aunque el juez Martínez Torres sostenga claramente que no.  En otras ocasio-
nes pareciera ser que no, ejemplo de esto son las decisiones del Tribunal Supre-
mo del recién confirmado.  Si bien la aplicación formal de la ley y la deferencia a 
la Legislatura nos hace pensar en una aplicación uniforme de la letra de la ley la 
garantía de resultados correctos a todos y a todas, debemos aclarar que, como 
señalara  Duncan Kennedy, el formalismo jurídico busca decisiones válidas, no 
justas; Justicia y validez, bien lo atestigua la contemporaneidad, no son lo mis-
mo.  Por eso es que mientras continuemos preocupados y preocupadas por deri-
var la validez de nuestras decisiones amparándonos meramente en lo que es, 
más lejos estamos de encontrar aquel punto apoteósico en el cual la validez del 
Derecho coincide con la Justicia. 

Quien se encuentra con este artículo podría cuestionarse si realmente hay 
que abordar el Derecho desde otro punto de vista. Entendemos que ello es im-
prescindible. Si bien parece ser  que la mayoría de los abogados y las abogadas lo 
que desea es encontrar el Derecho que aplica y promulgar los intereses de su 
cliente, hay que empujar este pensamiento a sus límites.  Nuestro ordenamiento, 
por ser tradicionalmente dominado por el positivismo, el formalismo y la bús-
queda de certeza, obliga a los abogados y abogadas a pensar de esta manera.  
Pretendemos invitar al lector y lectora a ir más allá de ese pensamiento que pue-
de ser efectivo en ocasiones pero en otras suele ser muy simplista. Al ser y reco-
nocernos como operadores jurídicos, entendemos que es necesario que todos y 
todas hagamos una disección de las decisiones del Tribunal Supremo, desde el 
punto de vista de la teoría del Derecho; no solamente como ejercicio pragmático 
para identificar las metodologías de cada juez o jueza, sino para identificar cómo 
opera nuestro ordenamiento. Este ejercicio nos va a proveer las herramientas 
para ser más críticos en nuestro análisis y entonces poder, cada uno y una, afec-
tar el ordenamiento desde es punto de vista que escojamos.   

En el caso de los jueces que nos ocupan, seguramente está aquél o aquélla 
que hubiese pensado que el juez formalista en un aspecto puede serlos en todos.  
Para ese tipo de pensamiento no hay mejor ejemplo que el juez asociado Martí-
nez Torres y el cambio de metodología de un Tribunal a otro.  Sorprendentes son 
las declaraciones del magistrado en torno al rol de los tribunales, su concepción 
de éstos como una rama de gobierno dentro del esquema republicano, el juez 
como el súper juez dworkiniano que no importa la dificultad del caso siempre 
hallará una solución correcta a base de principios, valores y creencias.   

Por lo pronto, invitamos al lector y a la lectora a estar atentos y atentas ante 
esta concepción del Tribunal y su relación con las otras ramas de gobiernos.  
Esto porque podemos ver cómo se perfila un esquema de decisiones que, bajo el 
manto del positivismo y el formalismo, dejan entrever valores, principios, consi-
deraciones morales que atraviesan las decisiones de nuestro más alto foro.  Así 
también, los tribunales deben tener presentes que los valores y entendidos socia-
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les no pueden ni deben ser los de la mayoría aún cuando no creamos en el con-
senso. Esto porque, principalmente, los tribunales deben mantenerse como ese 
lugar donde aquellos y aquellas que no compartimos los valores mayoritarios 
podemos acudir con la certeza de encontrar remedio y protección. Dada esa 
premisa, resulta muy problemático quién afirma convencido que: 

De lo que se trata es de moldear indirectamente el Tribunal Supremo con la vi-
sión judicial del Primer Ejecutivo, sea ésta activista o conservadora.  Esta visión 
responde al pueblo, indirectamente, ya que los electores eligen a sus gobernan-
tes en la Rama Ejecutiva y el Senado, y les encomienda la nominación y la con-
firmación respectivamente, de los Jueces del Tribunal Supremo.  A ese proceso le 
he llamado el flujo normal de la marea judicial en una democracia, producto in-
directo del mandato del Pueblo expresado donde corresponde, en las urnas.198 

Ante esas afirmaciones lo que resta es deconstruir las opiniones, esgrimir sus 
fundamentos y exigir que no sea la marea judicial la que dictamine el rol de un 
tribunal y su filosofía jurídica.  Aún deberían estar frescas en nuestra memoria 
las infames leyes de Nuremberg y su puesta en vigor por medio de jueces que 
compartían una filosofía jurídico-política.199 

  

198 Martínez Torres, supra nota 3, en la pág. 4. 

199 Véase EFRÉN RIVERA RAMOS, CARTA A LOS JUECES, EL NUEVO DÍA, 18 de noviembre de 2009,  
disponible en http://www.elnuevodia.com/columna/638981/. 


